
INTERPONE ACCIÓN DE AMPARO COLECTIVO. SOLICITA MEDIDA

CAUTELAR. PLANTEA CASO FEDERAL.

Sr. Juez:

Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ), con domicilio real en

Avenida de Mayo 1161, piso 1 of. 2 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires,

representada en este acto por su apoderado Sebastián Ezequiel Pilo DNI 29.544.405

-según surge del poder general judicial vigente cuya copia se adjunta-, y la comunidad

indígena Comisión Directiva Wichi Misión La Loma, personería jurídica N° 149

(Ministerio de Gobierno y Justicia de la Provincia), representada por su presidente

Efrain Federico Neuenschwander DNI 37.538.684, con el patrocinio letrado de Martín

Plaza, abogado M.P. 6051, constituyendo domicilio procesal en calle Jujuy 61 de la

Ciudad de Salta, a Ud. respetuosamente me presento y digo:

I. OBJETO

En el carácter invocado venimos a promover acción de amparo colectivo -en los

términos del artículo 43 de la Constitución Nacional, del artículo 25 de la Convención

Americana sobre Derechos Humanos, del artículo 87 de la Constitución de la Provincia

de Salta- contra el Gobierno de la Provincia de Salta, con domicilio real en “S/N, Barrio

Grand Bourg (CP 4400)”, a fin de que se ordene a la demandada que:

1. Adopte las medidas necesarias para la aplicación y cumplimiento efectivo de la

ley provincial N° 7856, a los fines de garantizar un acceso pleno e igualitario al

derecho a la salud de niños, niñas y adolescentes pertenecientes a comunidades

indígenas desde el paradigma de la interculturalidad, conforme lo establece el

ordenamiento jurídico internacional, nacional y local.

Para ello, se ordene específicamente al gobierno provincial que asegure:



A. La puesta en funcionamiento de la Red de Apoyo Sanitario Intercultural e

Interinstitucional para Pueblos Originarios, y la participación efectiva en

dicho ámbito de los pueblos originarios -a través de sus respectivos

representantes-, tanto en la planificación, ejecución y coordinación de dicha

Red.

B. La designación de facilitadores interculturales bilingües pertenecientes a los

pueblos originarios del área operativa que se trate, en cantidad suficiente

-según la presencia de comunidades y pueblos (etnias) existentes en cada

área- y con capacidad efectiva para: (i) acompañar en consultas y trámites

ante el sistema de salud, (ii) presenciar, si el paciente y su familia están de

acuerdo, las interacciones con el personal de salud y colaborar con el

cumplimiento de los derechos al trato digno y respetuoso, la autonomía de la

voluntad, la información sanitaria, el consentimiento informado, entre otros

reconocidos por la Ley Nacional 26.529; y (iii) denunciar ante la Red y el

resto de las autoridades competentes, toda situación de abuso y/o

discriminación que detecte.

C. La obligación de construir y poner en funcionamiento albergues

institucionales de tránsito para cada uno de los hospitales de referencia que

reciban cotidiana u ocasionalmente pacientes provenientes de comunidades

originarias. Allí deberán garantizarse servicios de comunicación,

alimentación y atención integral interdisciplinaria de los pacientes y sus

familias.

D. La posibilidad de traslado de los pacientes indígenas y de sus familiares y/o

autoridades comunitarias que viajen, desde el lugar donde habitan hasta los

centros de salud en cuestión.

E. El financiamiento efectivo de todas las medidas que apunten al cumplimiento

de la Ley 7856, a través de una partida diferenciada que integre el

presupuesto provincial del Ministerio de Salud Pública.



2. Reglamente, en un plazo perentorio no mayor de 180 días corridos, la ley

provincial N° 7856, incluyendo como mínimo en dicha reglamentación -y de

acuerdo a las pautas que a continuación se desarrollarán- el cumplimiento efectivo

de cada una de las obligaciones estatales especificadas en el punto anterior del

presente apartado.

3. Implemente los mecanismos adecuados para garantizar el derecho de consulta y

participación indígena a los fines de obtener el consentimiento previo, libre e

informado respecto de: (i) la reglamentación de la ley N° 7856 y (ii) la

planificación de la política sanitaria en sus territorios, de acuerdo a lo establecido

por el art. 75 inc. 17 de nuestra Constitución Nacional, el Convenio 169 de la OIT,

la Declaración de Naciones Unidas de los Derechos de los Pueblos Indígenas y la

Declaración Americana de los Derechos de los Pueblos Indígenas.

Por último, se solicita que se dicte una medida cautelar de carácter urgente, que

obligue a la demandada a la designación de forma provisoria de facilitadores

interculturales bilingües en cantidad suficiente, así como el establecimiento de

hospedajes transitorios para pacientes provenientes de pueblos originarios, en ambos

casos respecto de todos los centros de salud de los departamentos declarados en

emergencia sociosanitaria, hasta tanto se proceda a la reglamentación e implementación

efectiva de la norma referida. Ello con el objetivo de resguardar de forma urgente y

adecuada el derecho de acceso a la salud de las niñas, niños y adolescentes de las

comunidades originarias.

II. PERSONERÍA

La Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ) es una asociación civil

que se encuentra autorizada para funcionar con carácter de persona jurídica en los

términos del art. 148 del Código Civil y Comercial de la Nación, conforme la

Resolución Nro. 231/03 de la Inspección General de Justicia (IGJ) de fecha 12 de marzo



de 2003. Se acompañan a este escrito copia de dicha Resolución, copias del Acta

Fundacional y Estatuto de ACIJ.

Tiene entre sus objetivos, tal como figura en su Estatuto, “la creación de un

espacio de activismo y control ciudadano, destinado a promover el fortalecimiento

institucional y la construcción de ciudadanía comprometida con el respeto de los

derechos fundamentales, con especial atención en los grupos más vulnerables de la

sociedad. En particular, la Asociación tiene por objeto defender los derechos de

minorías y grupos desaventajados por su posición o condición social o económica, (…)

los derechos reconocidos en la Constitución Nacional y aquellos de incidencia colectiva

en general”.

Según se acredita con la copia simple del poder general administrativo y judicial

que se acompaña y se declara bajo juramento vigente en todos sus términos, Sebastián

Ezequiel Pilo es apoderado de la Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ).

En el mismo sentido, la comunidad indígena Comisión Directiva Wichi

“Misión La Loma de Embarcación” se encuentra constituida como una asociación

civil con domicilio en la localidad de Embarcación, Dpto. San Martín, Provincia de

Salta conforme a la resolución N° 149 del Ministerio de Gobierno y Justicia de Salta

emitida el día 5 de junio del 2001. Se adjunta a la presente copia de la Resolución y el

Estatuto de la comunidad.

III. ANTECEDENTES DE HECHO

Los pueblos originarios de Salta viven en situación de discriminación

estructural

Es preciso de forma inicial contextualizar brevemente la situación crítica que

padecen las comunidades de pueblos originarios en el norte provincial y sus particulares

implicancias en la niñez. La falta de acceso a derechos básicos repercute en la

configuración de un cuadro sumamente crítico que requiere de urgentes respuestas



principalmente en el ámbito sanitario. El contexto general de débil presencia estatal

explica la urgente y necesaria aplicación de la ley provincial 7856, en tanto herramienta

necesaria para colaborar a mitigar algunos de los déficits que pasaremos a detallar.

En la provincia de Salta residen aproximadamente 500 comunidades indígenas

que pertenecen a más de 14 pueblos originarios y que viven en condiciones de pobreza

estructural y discriminación, con fuertes restricciones en el acceso al sistema de salud y

a servicios básicos como el agua potable.

La situación es especialmente preocupante en tres departamentos del Norte de la

Provincia. Tal es así que, a partir de que se registrara en enero de 2020 el fallecimiento

de al menos nueve niñas y niños indígenas (en adelante NNyA) por cuadros de

desnutrición o enfermedades asociadas a ella y el agravamiento de la salud de cientos en

similar condición, el Poder Ejecutivo de Salta declaró la emergencia sociosanitaria en

los departamentos de San Martín, Rivadavia y Orán (DNU N° 140 - B.O. 31/01/2020).

De acuerdo con los artículos 2 y 3 del decreto, el Estado se obligó a dirigir sus mayores

esfuerzos para corregir aspectos estructurales vinculados a garantizar los derechos

humanos básicos de niños y niñas de las comunidades originarias de estos territorios,

incluidos todos los recursos presupuestarios. Sin embargo, como se explicará a

continuación, el escenario continúa siendo muy preocupante.

A partir de la declaración de emergencia, desde Naciones Unidas crearon un

Plan de Respuesta Humanitario Internacional. De acuerdo con la Organización

Internacional, “Históricamente existe una débil presencia estatal. En los tres

departamentos viven más de 350 comunidades indígenas en condiciones de extrema

pobreza, sin mayores posibilidades de empleo ni medios de vida sostenibles,

dependientes de programas sociales que no cubren todas sus necesidades básicas ni a

todas las personas que requieren de asistencia social, con viviendas precarias, sin

acceso a agua segura ni saneamiento, y con limitaciones de acceso a los servicios de

salud.” (el resaltado nos pertenece).1

1 Organización de las Naciones Unidas, “Avances del Plan de Respuesta Humanitario Internacional en
respuesta a la emergencia socio-sanitaria”, 27 de agosto de 2021.



La evaluación de Naciones Unidas es determinante respecto de la falta de acceso

efectivo respecto del derecho a la salud y la respectiva ausencia de políticas públicas.

En tal sentido, refiere que “...para los pueblos indígenas de la zona los servicios

públicos constituyen la única opción de accesibilidad en materia sanitaria, los cuales

son insuficientes e inadecuados, presentando un progresivo deterioro de programas

de salud rural. Se advierten obstáculos en la organización y accesibilidad

administrativa a los servicios locales, al mismo tiempo que falencias en su capacidad

para resolver enfermedades frecuentes.” (el resaltado nos pertenece)2

Este cuadro crítico respecto a la situación sanitaria y los pueblos originarios en

el norte provincial, como mencionamos, afecta principalmente a NNyA pertenecientes a

estas comunidades. Pese a la declaración de la emergencia sociosanitaria y las acciones

desarrolladas para corregir los déficits en los territorios mencionados, la situación

descrita no se ha modificado en lo absoluto en el transcurso de estos casi dos años. Esto

puede visualizarse en los cientos de niños y niñas que aún se encuentran en estado de

riesgo nutricional y especialmente se observa en los fallecimientos evitables que a lo

largo de este año han seguido sucediendo. Lo paradójico de toda la situación es que,

aunque normativamente se reconozca a NNyA como sujetos con derecho a una

protección especial, son quienes más sufren las consecuencias del abandono estatal en3

estos departamentos.

De acuerdo con la información oficial del Ministerio de Salud Pública, a la que

ha accedido la Defensoría Nacional de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (en

adelante DNDNNA), en la Zona Sanitaria Norte (integrada por los tres departamentos

de emergencia) para el segundo trimestre de 2021, 7543 niñas y niños de entre 0 y 5

años presentaron riesgo nutricional, 470 bajo peso y 44 muy bajo peso.4

4https://www.infobae.com/sociedad/2021/11/24/presentaron-un-amparo-para-que-la-justicia-de-salta-orde
ne-que-los-ninos-de-los-pueblos-originarios-accedan-a-agua-potable/

3 Ley Nacional 26.061, artículo 1.

2 Organización de las Naciones Unidas, “Avances del Plan de Respuesta Humanitario Internacional en
respuesta a la emergencia socio-sanitaria”, 27 de agosto de 2021.



En igual sentido, la Cruz Roja Argentina en sus análisis sobre Santa Victoria

Este (en adelante SVE), a marzo de 2021, expresó que el 72% de NNyA se

encontraba por debajo de condiciones normales de peso. Todavía más alarmante5

es saber que el 28,1% estaba en una situación de muy bajo peso severo y el 16,4%

en bajo peso severo. A ello se le suma que “el 23% de los niños y niñas y por

consiguiente, sus familias, no poseen acceso a una red de agua potable aún, por lo que

están supeditados a distribuciones, lluvias y otras fuentes de agua no segura y

constantes.” (el resaltado nos pertenece).6

Por su parte, la cantidad de fallecimientos lejos ha estado de disminuir desde la

declaración de emergencia y ha sido especialmente alarmante. De acuerdo con la

respuesta del Ministerio de Salud Pública a la DNDNNA, durante 2020 fallecieron

108 niñas y niños en los departamentos de emergencia (67 hasta el primer

trimestre y 41 del tercer trimestre en adelante). Según la misma información oficial

brindada a la Defensoría, lo mismo ocurrió durante 2021 que durante los primeros 6

meses se habían registrado 64 fallecimientos en la Zona Sanitaria referida.7

En este punto, pese a que el Ministerio de Salud Pública no lleva un registro

público de fallecimientos, vale la pena detenerse en aquellos casos que tomaron estado

público a través de los medios de comunicación debido a que muestran las falencias que

esta acción de amparo busca remediar.

El día 26 de marzo del corriente año se tomó conocimiento a través de medios de

comunicación del fallecimiento de una bebé de 11 meses proveniente de una familia

indígena (madre wichi y padre toba) de Monte Carmelo, paraje ubicado a 25 km del

municipio de Santa Victoria Este. El gerente del Hospital del municipio mencionado

comunicó que la niña falleció a raíz de una sepsis (infección generalizada), y que

arrastraba un cuadro de deshidratación.8

8 https://www.pagina12.com.ar/332075-fallecio-una-beba-de-11-meses-en-santa-victoria-este-por-des

7 Información de la acción de amparo presentada por la DNDNNA ante el Juzgado de Minas Distrito
Centro (754879/21).

6 Cruz Roja Argentina, “Estudio de campo - Salta”, Marzo de 2021, página 12.
5 Cruz Roja Argentina, “Estudio de campo - Salta”, Marzo de 2021, página 18.



El miércoles 21 de abril un bebé de 1 año y 10 meses perdió la vida tras

presentar un cuadro grave de deshidratación. El niño era parte de la comunidad wichí de

Pozo La China, ubicada a 45 minutos de SVE, en el departamento Rivadavia. El gerente

del Hospital, informó a medios de prensa que el niño falleció tras haber sufrido un

segundo paro cardíaco, ya en la ciudad de Tartagal (cabecera del departamento San

Martín). En concreto, el niño falleció de deshidratación en la ambulancia que lo

trasladaba debido a que el Hospital de SVE no contaba con los elementos ni personal

para darle un tratamiento adecuado a la complejidad de su caso. Así también estableció

el gerente a los medios de prensa que “la mamá (del niño) no habla el castellano”.9

El sábado 24 de abril, un bebé de 7 meses, integrante de la Comunidad Tierras

Indígenas, del Pueblo Wichí ubicada en jurisdicción del municipio de General Ballivián

Departamento San Martín, falleció cuando era trasladado de urgencia a la ciudad de

Salta. Según se informó en medios de prensa, el niño estaba por debajo del peso que

corresponde a su edad y estaba muy deshidratado cuando se dió la alerta.10

El 1 de julio de este año falleció en el Hospital de Orán un bebé wichí como

consecuencia de una serie de falencias del Estado Provincial. El niño, integrante de la

comunidad Misión La Paz, de la localidad de Santa Victoria Este, nació con

insuficiencia respiratoria tras haber padecido sufrimiento fetal por una demora

injustificada en la cesárea. Mientras la mujer se encontraba en trabajo de parto tuvo que

ser derivada del Hospital de Santa Victoria Este al Hospital de Tartagal ya que

Rivadavia no cuenta con ningún centro de salud clínica de alta complejidad para

intervenir en casos como estos. Posteriormente, debido a la falta de profesionales

especialistas en Tartagal, la mujer debió ser trasladada al Hospital de Orán, donde

falleció el niño.11

El día 5 de agosto se tomó conocimiento de otro fallecimiento de una niña de un

año y cinco meses e integrante de la comunidad del Pueblo Wichí de La Puntana,

Departamento Rivadavia. La niña había estado cuatro días antes con vómitos y diarrea.

11 https://www.pagina12.com.ar/353092-un-bebe-fallecio-tras-demorarse-la-cesarea
10 https://www.pagina12.com.ar/337819-fallecio-un-nene-wichi-de-bajo-peso
9 https://www.pagina12.com.ar/337464-fallecio-otro-bebe-wichi-a-causa-de-la-deshidratacion



Frente al empeoramiento de su cuadro de salud, la niña fue trasladada al Hospital de

Santa Victoria Este. Por lo que informó el gerente del Hospital a medios de prensa, se

había dispuesto la derivación al Hospital de Tartagal, ciudad cabecera del departamento

San Martín, el único más cercano con mayor complejidad médica. Pero falleció de un

paro cardiorrespiratorio durante la madrugada del lunes 2 de agosto.12

El día 5 de agosto también falleció un niño de un año y siete meses que se

encontraba internado en terapia intensiva en el Hospital Materno Infantil tras presentar

un cuadro de tos convulsa. El niño, proveniente de la comunidad de Vertiente Chica,

había sido derivado días antes también desde el Hospital de Santa Victoria.13

A partir de los casos detallados, podemos concluir en los siguientes aspectos: a)

existen fallas en los mecanismos de prevención, seguimiento y acompañamiento; b)

persisten obstáculos en el acceso a la salud vinculados a problemas de

discriminación estructural; c) los traslados hospitalarios descordinados, a raíz de

los déficits estructurales y de personal especializado en la gran mayoría de los

centros de salud en los territorios mencionados, suelen ser inoportunos y tardíos.

Respecto al punto b), menciona el informe ya citado de Naciones Unidas en

cuanto establece que “...se ha manifestado recurrentemente la discriminación y

violencia que sufren los pueblos indígenas en los servicios públicos, como salud,

educación y seguridad, asimismo, la existencia de un elevado nivel de prejuicios entre

la población, da cuenta de la existencia de estigmatizaciones y estereotipos sobre las

poblaciones indígenas, sin percibirlas como titulares de derechos, y reforzando la

discriminación y racismo que enfrentan estas poblaciones desde hace años. Las

prácticas discriminatorias a menudo se yuxtaponen con una pobreza más severa que

afecta a los pueblos indígenas, con una incidencia mayor en las mujeres y las niñas y

niños.” (el resaltado nos pertenece)

En igual sentido se ha expresado la Organización Panamericana de la Salud,

dependiente de la Organización Mundial de la Salud, al concluir en su reporte sobre

13 Idem.
12 https://www.pagina12.com.ar/359565-murio-una-nena-wichi-por-deshidratacion-en-el-chaco-salteno



Salta que: “Es necesario en este sentido modificar actitudes del personal sanitario en

relación con los pueblos originarios, para ir de un enfoque hegemónico hacia el

diálogo intercultural como estrategia. Si no se consigue esto, los esfuerzos del

Ministerio de Salud Pública pueden fracasar dolorosamente.” (el resaltado nos14

pertenece)

Esto puede corroborarse particularmente respecto a los dos primeros casos

expuestos referidos a los niños provenientes de las comunidades de Monte Carmelo y

Pozo La China. Por un lado, respecto a las barreras idiomáticas persistentes que

manifestó el gerente respecto a la madre de Pozo la China, y, por otro lado, respecto a la

desconfianza generalizada para con el sistema sanitario que aún persiste en

comunidades del norte provincial. De lo expuesto en los medios de prensa y a través del

testimonio del gerente del Hospital de SVE puede verse en ambos casos situaciones de

desconfianza en el sistema sanitario que se traducen en la disconformidad con el

requisito de la internación hospitalaria. La negativa a internar expresada en estos casos,

responde a una situación de discriminación estructural que padecen las comunidades

originarias de forma histórica en el ámbito sanitario.

Reafirmando lo mencionado del informe de Naciones Unidas, la Dra. Tujuayliya

Zamora relata que “El Estado no se hace cargo de resolver estas situaciones y de15

eliminar las barreras y discriminaciones con las cuales se enfrentan las personas

indígenas. Lo único que piden estas personas es que no les maltraten al llegar a los

Hospitales o centros de atención.”

Por otro lado, como se mencionó en el pto. a), se evidencian fallas en los

mecanismos de seguimiento y acompañamiento a las familias y en particular a las

madres tanto durante el proceso del embarazo como en los mecanismos de seguimiento

de los y las recién nacidos.

15  Médica Wichí que trabajó en el programa de fortalecimiento a la atención primaria de la salud en el
Hospital de Santa Victoria Este durante los meses de septiembre de 2020 hasta marzo del corriente año.
Su testimonio completo desgrabado es ofrecido como prueba documental en la presente demanda.

14 Organización Panamericana de la Salud (OMS), “Sistematización de la experiencia en Atención
Primaria de la Salud Salta – Argentina”, 2020, p. 29.



Así también, todos los casos expuestos demuestran la situación de los traslados

hospitalarios a partir de las deficiencias estructurales y de personal especializado en los

hospitales de referencia en los departamentos mencionados. El caso del primero de

julio, detallado con anterioridad, referido al fallecimiento del niño de la comunidad de

Misión La Paz, demuestra el déficit existente en relación a la ausencia de médicos

especialistas y en relación a los problemas de coordinación interinstitucional para

prevenir estas situaciones. En ese sentido, y en el contexto del estado público que tomó

aquel fallecimiento, ciudadanos y ciudadanas de la localidad de Tartagal se movilizaron

en distintas oportunidades durante el mes de julio exigiendo la contratación de

especialistas para el Hospital Perón de Tartagal, en especial en lo que respecta a

médicos/as anestesistas .16

Estos tres aspectos, sobre los cuales profundizaremos a lo largo de este escrito,

son cuestiones estructurales que persisten en el sistema sanitario, principalmente, en el

norte provincial. Estos déficits de carácter histórico formaron parte del diagnóstico

sanitario que fundamentó la sanción de la ley provincial 7856, ya que, como pasaremos

a detallar, esta herramienta legislativa se pensó para corregir y mitigar estos aspectos.

Sobre la ley provincial 7856

El día 6 de noviembre del 2014 se sancionó la ley provincial N° 7856 que

establece la creación de una red de apoyo sanitario intercultural e interinstitucional para

pueblos originarios. Dicha norma fue publicada en el Boletín Oficial de la Provincia el

día 15 de diciembre del 2014 y promulgada mediante decreto nº 3635 del día 2 de

diciembre del 2014. Pese a su falta de aplicación efectiva, la ley busca garantizar una

adecuada y equitativa atención médica al paciente indígena, contención económica y

social y acompañamiento integral a las familias, entre otros aspectos, a los fines de

garantizar una adecuada armonización intercultural entre el sistema de salud y las

comunidades originarias.

16 https://www.pagina12.com.ar/354676-tartagalenses-marcharon-en-reclamo-de-una-mejor-salud



Como desarrollaremos en la presente, esta ley buscaba reforzar las herramientas

del sistema sanitario para mitigar las situaciones de discriminación, eliminar

progresivamente las barreras culturales, brindar un acompañamiento integral en los

contextos de traslados, y, disminuir en términos generales las brechas existentes entre

los pueblos originarios y el sistema de salud provincial.

La norma prevé la creación de la “Red de Apoyo Sanitario Intercultural e

Interinstitucional para Pueblos Originarios Sumaj Kausai (Buen Vivir)” cuyos

objetivos son, entre otros: 1) Focalizar y coordinar los problemas de salud y

socioculturales, socioeconómicos y de identidad que afectan a los pacientes de los

pueblos originarios. 2) Garantizar una adecuada y equitativa atención médica y

accesibilidad a la alta complejidad médica. 3) Facilitar la asistencia a los familiares

ante la derivación médica con la correspondiente contención social, que faciliten la

concreción de estos requerimientos, en el marco de un ambiente de respeto a sus

valores culturales y ancestrales, que les permitan alcanzar el Sumaj Kausai (Buen

Vivir).

En base a estos objetivos, la ley obliga a incorporar “Facilitadores

Interculturales Bilingües necesarios para la cobertura de los hospitales, a efectos de

permitir una adecuada armonización intercultural entre el sistema de salud y el

paciente originario, garantizando su atención y contención” (cf. art. 2, Ley 7.856)

Asimismo, contempla una más amplia protección al incluir el deber del Estado

de garantizar el apoyo social necesario para el sostenimiento de las familias mientras

permanezcan alejadas de sus comunidades por cuestiones de salud: “Asegúrese y

garantícese albergues institucionales de tránsito, dentro del ejido hospitalario, para

brindar hospedaje, manutención y acompañamiento integral al paciente originario y su

familia, mientras sea necesaria su permanencia por motivos estrictamente vinculados a

su atención de salud.” (cf. art. 3, Ley 7.856)

De la misma manera, en el artículo 4° establece un mecanismo de coordinación

interinstitucional con el objetivo de que el sistema de referencia y contra-referencia sea



efectivo, eficiente, eficaz y equitativo vinculados a su atención de salud. Este aspecto

fue pensado principalmente para garantizar los traslados por motivos de salud del

paciente originario y su familia a los hospitales de referencia de los principales centros

urbanos.

A pesar de que la ley previó en su artículo 8 que “El Poder Ejecutivo Provincial

debe reglamentar la presente Ley en el término de ciento ochenta (180) días a partir de

su promulgación” a la fecha se cumplen casi 7 años de omisión por parte del Estado,

siendo que la ley ha sido promulgada en el Boletín Oficial de la Provincia el día

15/12/2014 y aún no ha sido reglamentada por el Poder Ejecutivo.

La ley provincial 7856, establece aspectos sustanciales y estratégicos para

implementar este tipo de abordaje en el territorio mencionado que, por la falta de la

reglamentación, no tienen una correlativa política pública que los haga una realidad. La

red de apoyo sanitario intercultural, los facilitadores bilingües, los albergues de tránsito,

como así también la partida presupuestaria específica son aspectos indispensables que

deben ser implementados de forma plena para corregir la deficiencia y la desigualdad en

el acceso a la salud pública de las comunidades indígenas y, particularmente, de los

niños y niñas de estas poblaciones.

A casi siete años de promulgada la norma, es menester mencionar el estado

actual de los presupuestos descritos que busca garantizar la norma mencionada.

I) Sobre los facilitadores interculturales

Los facilitadores interculturales son miembros de comunidades indígenas,

radicadas en los territorios, que forman parte del sistema sanitario y ejercen un rol de

representación ante éste. Su práctica y formación está orientada a disminuir los

históricos obstáculos culturales existentes entre el sistema de salud y las comunidades

originarias. Estas barreras culturales se expresan, por un lado, por la cuestión del idioma

(al menos 9 de los 14 pueblos indígenas auto reconocidos en Salta aún conservan su

lengua originaria y en muchos casos no se habla o se habla de forma deficiente el

castellano) y, por otro lado, por las mismas prácticas del sistema de salud tradicional y



las cosmovisiones y prácticas comunitarias y ancestrales indígenas. A partir de la

formación recibida y a partir de su experiencia y rol como referente comunitario, el

facilitador interactúa con los efectores de salud a los fines de acompañar y transmitir al

paciente indígena y su familia los diagnósticos y tratamientos propuestos, como toda

consideración efectuada desde el sistema sanitario. De la misma forma, el facilitador

puede expresar ante estos efectores de salud las prácticas y cosmovisiones culturales

referidas al ámbito de salud de forma tal que se permita una armonización entre el

sistema de salud tradicional y el paciente originario.

Respecto a los facilitadores interculturales establecidos en el art. 2 de la ley

podemos visualizar un déficit de carácter tanto cuantitativo como cualitativo. Por un

lado, hoy sólo existe esta figura en dos de las quince áreas operativas de los

departamentos declarados en emergencia. Particularmente fueron contratados sólo para

el Hospital Juan Domingo Perón de la localidad de Tartagal y en el Hospital de Santa

Victoria Este. Es decir, Hospitales como el de Orán (hospital de referencia para las

comunidades originarias de dicho departamento) aún no cuenta con ningún facilitador.

Misma situación representan los hospitales de Pichanal y Embarcación, entre otros.

El caso de Salta Capital también evidencia estas falencias. Al momento, se

encuentra trabajando solo un facilitador wichí contratado por la Municipalidad de la

Ciudad en el marco de la Ordenanza N° 14754 que establece la figura de “Guía de

Personas de Pueblos Originarios”. Que quien ejerce en los hechos la función de

facilitador lo haga bajo este régimen legal (previo a la sanción de la ley de salud

intercultural) es un indicio directo de la falta de implementación de ley provincial 7856.

En la actualidad, la persona contratada por la Municipalidad trabaja en los principales

Hospitales de referencia de la ciudad (Materno Infantil, San Bernardo, Del Milagro)

acompañando a los pacientes originarios principalmente en el ámbito sanitario.

Para mayor abundamiento en los déficits cualitativos de implementación y

reglamentación de la norma, no existe un mecanismo homogéneo de designación de

aquellos facilitadores. Al no estar previsto de un procedimiento específico, cada uno de

los pocos facilitadores fue contratado de acuerdo a parámetros y procesos discrecionales



propios de cada Hospital. No existen criterios establecidos para determinar la cantidad

de facilitadores necesarios en cada Hospital, como así tampoco de qué pueblo (etnia)

debe provenir cada uno. Esto último también se manifiesta con la falta de representación

igualitaria de las etnias en los dos hospitales donde existe esta figura. Por ejemplo,

quien trabaja en el Hospital Perón de Tartagal es parte de la etnia wichí y facilita el

acceso a la salud de quienes integran esta etnia, pero se deja por fuera la representación

del pueblo ava-guaraní que cuenta con una gran presencia poblacional en la zona.

En el mismo sentido, no está determinado de forma clara cuáles son los roles y

funciones que deben cumplir en los Hospitales como tampoco la formación que deben

recibir para desarrollar el trabajo de facilitador y lograr establecer un verdadero diálogo

armónico entre el sistema de salud pública y las comunidades originarias.

De la misma manera, no hay un presupuesto específico establecido para estas

contrataciones. Respecto a los facilitadores contratados en Tartagal y Santa Victoria

Este desconocemos bajo qué órbita estatal están laboralmente incluidos y cuál es la

modalidad de sus respectivas contrataciones. En relación a este aspecto, desde ACIJ,

presentamos ante el Ministerio de Salud Pública un pedido de acceso a la información ,17

referido, entre otros puntos, a los aspectos presupuestarios de la ley 7856. En la

respuesta otorgada por el Ejecutivo Provincial no se brinda respuesta alguna sobre lo

consultado y se solicita consultar cualquier aspecto de la ley mencionada ante el IPPIS,

desconociendo la autoridad de aplicación establecida en la norma y evidenciando su

falta de aplicación efectiva, así como la ausencia de recursos destinados a su

cumplimiento. El pedido y la respuesta del Ministerio son ofrecidas como prueba

documental en la presente acción de amparo.

Más allá del incumplimiento por parte del Ejecutivo Provincial en este aspecto,

es necesario considerar que el fundamento de la creación normativa de esta figura es

que, de aplicarse, colaboraría a mejorar el acceso pleno e igualitario a la salud pública

por parte de las comunidades originarias.

17 Presentado el día 28 de abril del corriente año, Expediente 321/95293 del MSPP.



En ese sentido, creemos fundamental considerar dos testimonios ofrecidos en la

presente demanda. Por un lado, el testimonio de Osvaldo Villagra, quien, como

mencionamos, se desempeña como facilitador intercultural en la capital salteña desde el

año 2015, lo que lo convierte en la persona con más experiencia de este rol en la

provincia. Su trabajo en los principales hospitales de referencia, acompañando a los

pacientes y a las familias provenientes de comunidades originarias en contexto de

traslado hospitalario, es una clara experiencia de la necesidad de este rol y sobre los

impactos positivos de esta función para mitigar barreras culturales que persisten de

manera estructural en el sistema de salud para con las comunidades indígenas.

Osvaldo Villagra, ha detallado de forma clara, en el marco de un ciclo de charlas

,las dificultades y obstáculos a los que cotidianamente se encuentran los miembros de18

pueblos indígenas del norte provincial al tener que trasladarse por motivos de salud,

tanto en el ámbito hospitalario como en el ámbito extra-hospitalario (como ser los

trámites diversos que deben hacerse en ese contexto) y, en ese sentido, explica los

motivos por lo cual el rol del facilitador tiene una importancia clave para el pleno

acceso al derecho a la salud. En ese sentido, expresa la necesaria aplicación y

reglamentación de la ley 7856 y como viene desarrollando su tarea desde el año 2014 en

virtud de la ordenanza municipal que creó el cargo que él ocupa y de la necesidad de

que existan más personas ejerciendo ese rol en la ciudad capital.

Por otro lado, se adjunta como prueba documental el testimonio desgrabado de

la Dra. Tujuayliya Gea Zamora, quien como mencionamos ut supra, se desempeñó

como médica en el programa de fortalecimiento al primer nivel de atención en el

Hospital de Santa Victoria Este durante septiembre del año 2020 hasta marzo de este

año, fecha en la que el proyecto donde se desempeñaba fuera cerrado por el Ministerio

18 https://www.youtube.com/watch?v=OKBrTGjDUOE - CUARTO ENCUENTRO: WATSANCHEYAJ -
Ciclo de Charlas -"Na Tahuy" - Nación Wichí "Hablemos". En su cuarto encuentro: WATSANCHEYAJ
(SALUD).
Tujuayliya Gea Zamora Mujer Wichí del Chaco Gualamba y Osvaldo Villagra miembro de la comunidad
wichí Tsetwo P'itsek (La Puntana, Santa Victoria Este, Salta). Facilitador intercultural.

https://www.youtube.com/watch?v=OKBrTGjDUOE


de Salud Pública. Tal como expresa el testimonio ofrecido, la Dra. Gea es wichí,

recibida en Cuba (Escuela Latinoamericana de Medicina) y, en conjunto con otros

médicos y médicas del país desarrollaron una propuesta sanitaria basada en salud

sociocomuntaria e intercultural en el territorio mencionado.

Su pertenencia al pueblo wichí, su procedencia del territorio mencionado, su

experiencia y formación en salud comunitaria e intercultural y el desarrollo de la

propuesta mencionada (tanto por los métodos como por sus resultados) colocan a este

testimonio en un lugar de jerarquía para dimensionar la importancia de esta herramienta

normativa y como su falta de aplicación vulnera de forma efectiva derechos colectivos

de pueblos originarios en relación al acceso a la salud.

Tal es la importancia de la experiencia sanitaria desarrollada en el marco de

mencionado programa que la misma fue difundida por distintos medios de prensa

locales y nacionales . Así también, se presentó en la Cámara de Diputados de la Nación19

un proyecto de resolución para declarar de interés legislativo el trabajo realizado por el

programa.20

La Dra. Gea Zamora entiende, respecto de la función de los facilitadores

interculturales, que se trata de “poner en valor una herramienta de mediación que nos

permita formar equipos en territorio que facilitarían el proceso para acercar el sistema

sanitario a la comunidad”.

En el caso del Hospital de Santa Victoria Este, por lo descrito por mencionado

testimonio, pueden visualizarse las consecuencias negativas no sólo de la falta de

aplicación efectiva de los presupuestos de la ley, sino también cómo repercute la falta de

una acorde reglamentación a la misma respecto a los facilitadores interculturales.

Como menciona la doctora, las referidas falencias en la aplicación de la norma

llevan a una desnaturalización de los facilitadores interculturales: “actualmente [en la

provincia] hay 2 facilitadores, uno Wichí y otro Chorote. Hoy solo están en la puerta del

20https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2021/PDF2021/TP2021/1835-D-2021.pdf

19https://www.pagina12.com.ar/322294-medica-wichi-impulsa-un-proyecto-de-salud-intercultural
https://www.pagina12.com.ar/338473-un-programa-de-salud-intercultural-quedara-inactivo-en-mayo

https://www4.hcdn.gob.ar/dependencias/dsecretaria/Periodo2021/PDF2021/TP2021/1835-D-2021.pdf
https://www.pagina12.com.ar/322294-medica-wichi-impulsa-un-proyecto-de-salud-intercultural
https://www.pagina12.com.ar/338473-un-programa-de-salud-intercultural-quedara-inactivo-en-mayo


Hospital y los ponen a armar filas de pacientes, a cumplir funciones similares a la

portería del Hospital (...) los facilitadores hoy no cumplen ninguna función que tenga

que ver con el mejoramiento de la situación de los pacientes, sino que únicamente son

denunciantes de ciertas situaciones al interior del hospital que muestran conflictos o

falta de atención. No se les da la posibilidad de mejorar o participar activamente en la

mejora de la situación de las y los pacientes...”.

En contraposición, de arbitrarse los medios para su correcto funcionamiento, la

médica considera: “La presencia de facilitadores interculturales en todos los espacios

de atención de los hospitales permitiría resolver el conflicto que se da por el miedo de

las personas indígenas a llegar a esos lugares.”

La negativa por parte de las familias a las internaciones y derivaciones de niños

y niñas para el tratamiento de las patologías asociadas a los cuadros de desnutrición

tiene distintas causas. Sin embargo, se fundamenta, principalmente, en la inacción

histórica por parte del Poder Ejecutivo Provincial de alcanzar un necesario abordaje

intercultural desde el sistema de salud pública para con las comunidades que respete la

diversidad de los distintos pueblos indígenas que habitan el territorio.

Las barreras culturales implican dificultades concretas en el acceso a la salud, en

especial por niños y niñas. Las situaciones de malos tratos y discriminación que

padecen hace décadas los miembros de comunidades originarias en los hospitales y

centros de salud, forman parte de estas barreras. Como explica la Dra. Gea Zamora

“estas malas experiencias, de maltrato en el sistema de salud, después repercuten en

términos comunitarios. Hay 5 o 6 generaciones de familias que acarrean este maltrato

recibido y esto se transmite entre sus miembros. El miedo, la bronca, el enojo con el

sistema sanitario, se transmite como un conocimiento ancestral. Las familias prefieren

una muerte tranquila en un espacio de respeto y contención, entre sus seres queridos

y no en un hospital donde reciben maltrato, discriminación, violencias, falta de

respeto hacia sus miradas y prácticas indígenas.”



La presencia de los facilitadores interculturales y la jerarquización de su trabajo

en los centros de salud en estos territorios ayudaría a reducir este tipo de desconfianzas

hacia el sistema sanitario producto de la discriminación y malos tratos. El testimonio

citado expone con claridad que“la presencia de facilitadores y personas indígenas que

hablen su idioma, que tengan conocimientos y capacidades de interpretar y que se

relacionen constantemente con el personal sanitario profesional, puede contribuir a

acercar a las familias. Ese conocimiento que tienen los facilitadores sobre las

situaciones que sus comunidades viven día a día puede ser transmitido al profesional

médico y éstos aprendan que existen otras formas de ver y entender la salud y la

enfermedad. Esto generaría un intercambio fluido que realmente tenga características

de interculturalidad.”

II) Sobre la ausencia de una red sanitaria intercultural e interinstitucional

Al momento de la presentación de la demanda, todavía el Poder Ejecutivo

Salteño no ha dispuesto las medidas necesarias para el cumplimiento del artículo 1 de la

Ley 7.856, que exige la creación de la “Red de Apoyo Sanitario Intercultural e

Interinstitucional para Pueblos Originarios”. Frente a la falencia estatal, la coordinación

de apoyo intercultural e interinstitucional depende exclusivamente de la buena voluntad

de trabajadoras/es y de integrantes de organizaciones de la sociedad civil.

En el año 2008, se creó el Programa de Relaciones Interculturales dependiente

del área de Atención Primaria de la Salud (APS), dentro de la Subsecretaría de

Medicina Social enmarcada en la Secretaría de Servicios de Salud, desde donde se

capacitaba a los agentes de la salud en conceptos de interculturalidad con el fin de

acercar a pacientes de las comunidades originarias con los efectores sanitarios.

Este programa estuvo a cargo desde sus inicios de la Mg. Elfi Jockers y desde

allí, y sin apoyo institucional del Ministerio, se propició la creación de una red sanitaria

intercultural de forma previa a la sanción de la ley 7856. Esta “red” informal incluía la

participación de los y las miembros del Programa, de referentes indígenas de



organizaciones de pueblos originarios, y distintos efectores de salud provenientes de

áreas operativas tanto de capital como el interior de la provincia.

Desde este espacio no sólo se propiciaron espacios de formación en temáticas de

interculturalidad para miembros del sistema sanitario, sino también se coordinaron el

acompañamiento de pacientes originarios y sus familias cuando eran trasladados por

motivo de salud, principalmente, a Salta Capital. Es importante mencionar que el

funcionamiento de esta red fue plenamente desde la informalidad. Sus miembros

operaron desde la voluntad personal y el compromiso con un abordaje

intercultural de la salud pública, pero nunca fue sostenida desde el Estado con

financiamiento y la estructura necesaria para cumplimentar los objetivos

propuestos en la normativa mencionada. El funcionamiento de este espacio no tuvo

acto administrativo alguno mediante el cual se designara a alguno de sus miembros, por

lo tanto nunca tuvo el correlato respaldo ministerial para poder funcionar de forma

plena.

En enero del 2020, a partir de las modificaciones de la estructura del

organigrama provincial propuesto por la nueva gestión asumida en diciembre del año

2019, el Programa dejó de existir formalmente. Tanto la Mg. Jocker como las demás

profesionales que trabajaban en el mismo fueron trasladadas al área de la Secretaría de

Salud Mental y Adicciones -que tienen nula relación con la salud intercultural-, pero el

Programa como tal dejó de existir en el organigrama de la estructura del Poder

Ejecutivo Provincial.

A partir de esta situación, en el pedido de acceso a la información pública

presentado al Ministro de Salud referido ut supra (Expediente 321/95293) desde ACIJ

solicitamos información referida al presupuesto vigente y ejecutado en relación al

Programa. En la respuesta esgrimida por parte de esta cartera provincial,

específicamente la Subsecretaria de Medicina Social, mencionó que respecto al

programa “no tiene conocimiento ni maneja presupuestos e información de fondos

activos”. Es decir, ignorando la vigencia de la ley Nº 7856 el Ministerio de Salud

Pública de la Provincia de Salta admite no tener información sobre la existencia de



ningún programa sobre acceso a la salud intercultural y lo más preocupante es que

desconoce el manejo presupuestario de sus políticas. Si este es el caso, ¿cómo ejecuta

sus acciones si no conoce las normas ni tampoco tiene manejo de los presupuestos que

son necesarios para llevarlas adelante?

La importancia de mencionar el programa y la red “informal” radica en dos

aspectos principales: (i) demuestra la falta de aplicación del art. 1 de la ley N° 7856; y,

(ii) el desinterés del Poder Ejecutivo en reglamentar la norma, pese a que los pedidos

formales del Programa de Relaciones Interculturales comenzaron en el 2015. Desde el

Programa se elaboró un primer proyecto de reglamentación que fue adjuntado al pedido

ingresado en el año 2015 y reiterado en el año 2018 . A la fecha este expediente21

iniciado en el ámbito del Ministerio de Salud Pública provincial jamás fue respondido.

Osvaldo Villagra, el facilitador intercultural mencionado y ofrecido como prueba

testimonial, formó parte de esta red constituida de manera informal por lo que su

testimonio resulta importante y necesario para comprobar el incumplimiento estatal

referido a la constitución de la Red. De la misma manera, Cristina Vargas, en su carácter

de miembro de ASOCIANA (Fundación de Acompañamiento Social de la Iglesia

Anglicana del Norte Argentino), formó parte de forma inicial de la “red” informal de

salud intercultural por lo cual su testimonio colabora en el mismo sentido indicado.22

Cabe mencionar que, al igual que con los facilitadores interculturales, la

reglamentación incumplida debe resolver los aspectos vinculados a qué actores deben

formar parte de esta red, como así también los mecanismos de selección designados

para conformar la misma, entre otros aspectos.

De la misma manera que fue establecido en el apartado anterior respecto a los

facilitadores interculturales, resulta importante establecer cómo la aplicación efectiva de

este presupuesto ayudaría a mejorar el acceso a la salud por parte de los pueblos

22 Idem.

21 Ver testimonio Cristina Vargas. Disponible en:
https://www.pagina12.com.ar/348094-debate-sobre-la-falta-de-acceso-al-derecho-a-la-salud-de-nin

https://www.pagina12.com.ar/348094-debate-sobre-la-falta-de-acceso-al-derecho-a-la-salud-de-nin


originarios, y, en ese sentido, los aspectos normativos que se encuentran vulnerados por

esta falta de aplicación.

Como mencionamos, la ley provincial 7856 establece mecanismos estratégicos

que ayudarían a mitigar las problemáticas de acceso pleno e igualitario a la salud de las

comunidades originarias y especialmente respecto a los y las niños provenientes de las

mismas. En ese sentido su efectiva aplicación y reglamentación resulta indispensable.

Tal como también está expuesto en el testimonio de la Dra. Gea Zamora, para poder

lograr una respuesta integral a esta problemática, el protagonismo de los pueblos

indígenas es un requisito necesario para garantizar un pleno acceso a la salud sin

condicionamientos ni discriminación alguna.

La red sanitaria intercultural e interinstitucional, establecida en la norma, sería el

ámbito propicio para generar aquella participación efectiva de las comunidades

originarias en la planificación de la política pública sanitaria. Pese a que ésta es una

obligación indelegable del Ministerio de Salud Pública, el IPPIS (Instituto Provincial de

Pueblos Indígenas de Salta) -ámbito adecuado para articular y consensuar las políticas

que beneficien los derechos colectivos de pueblos originarias- no fue convocado a

ningún tipo de consulta ni participación efectiva para proyectar la política pública

referida.

En ese sentido, es que en la presente demanda se ofrece como prueba de carácter

testimonial a Héctor Fabián quien fue vocal del Pueblo Diaguita hasta mayo de 2021 y

se desempeñó como presidente de este organismo. Durante el ejercicio de su presidencia

se reiteró el pedido iniciado por el Programa de Relaciones Interculturales en relación al

pedido de reglamentación de la ley provincial 7856. Así también, durante el transcurso

de su presidencia, el Estado Salteño declaró la emergencia sociosanitaria en los tres

departamentos del norte provincial, y tal como fue mencionado, el organismo jamás fue

convocado a ser consultado respecto a esta declaración, ni sus respectivas prórrogas,

como así tampoco de las acciones sanitarias a desarrollarse en estos territorios. Aspecto



que debe ser merituado teniendo en cuenta, como fue mencionado en el apartado

anterior, la numerosa población indígena en estas localidades.

Tal como será desarrollado en el acápite subsiguiente, el derecho a la consulta y

participación indígena es un derecho vigente, operativo y con rango constitucional. Su

cumplimiento resulta más importante cuando están involucrados derechos como la vida

e integridad física de niños y niñas pertenecientes a comunidades originarias. Tal como

consta de lo expresado por el Sr. Fabián, el Estado Provincial no ha propuesto un

adecuado procedimiento de consulta respecto tanto en las acciones de diagnóstico como

en las políticas propuestas para mitigar las diversas problemáticas que fueron el

presupuesto de la declaración de la emergencia sociosanitaria. Es por eso que espacios

como la red establecida en la normativa citada no puede admitir demora alguna ya que

la emergencia citada y las consecuentes acciones dirigidas hacia las comunidades que

requieren la misma, hace necesario la participación y la consulta a las comunidades de

forma continua para no obstruir este derecho.

III) De los albergues institucionales de tránsito

Respecto al artículo 3 de la ley provincial 7856, resulta necesario mencionar que

su cumplimiento en la actualidad es defectuoso o inexistente, en tanto los albergues hoy

en funcionamiento son inadecuados e insuficientes. Si bien la normativa citada expresa

que deben garantizarse albergues de tránsito dentro del ejido hospitalario, para brindar

hospedaje, manutención y acompañamiento integral al paciente originario y su familia,

hoy sólo dos Hospitales cuentan con este apoyo institucional. Más allá de los posibles

cuestionamientos en relación al carácter del acompañamiento integral, existen albergues

para alojamiento y comida de miembros de pueblos originarios en Salta Capital,

ubicado en calle Florida 321 y en la ciudad de Orán. El resto de los Hospitales de

cabecera no cuentan con esta herramienta para las familias y pacientes indígenas.

El Hospital Juan Domingo Perón de la localidad de Tartagal no cuenta con

ningún albergue perteneciente al ámbito provincial. Existe solamente un albergue con

finalidad de alojamiento a pacientes originarios trasladados por motivos de salud con



capacidad para dos personas perteneciente a la radio comunitaria “La Voz Indígena”

que, por lo que pudo tener conocimiento esta parte, se financia y mantiene

exclusivamente con fondos de privados. Por otro lado, existe otro alojamiento con

similar finalidad perteneciente al Municipio de Santa Victoria Este para los pacientes

indígenas provenientes de esta localidad, pero en pésimas condiciones de

infraestructura, sin cumplimentar las mínimas condiciones para garantizar un

alojamiento digno. Se acompañan a la presente demanda fotos del mismo en carácter de

prueba documental que demuestran sus paupérrimas condiciones.

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO

En el presente apartado se desarrollará el marco jurídico vigente que protege el

derecho a la salud intercultural de NNyA de las comunidades originarias y que se

encuentra vulnerado por la falta de aplicación efectiva y la consecuente reglamentación

a la ley provincial N°7856.

a) Los derechos de niñas, niños y adolescentes

La Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), instrumento que ostenta

jerarquía constitucional según el artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional,

consagra un elenco de derechos fundamentales que se encuentran en cabeza de toda

persona menor de 18 años, a quienes reconoce como sujetos de derecho y tiene como

objetivo último garantizar el desarrollo armonioso de la personalidad de niñas, niños y

adolescentes y el disfrute de los derechos que les han sido reconocidos.

Bajo la premisa de la consideración como sujetos de derecho, la CDN introduce

una serie de principios y derechos rectores para niñas, niños y adolescentes, entre los

que se incluyen: (i) el interés superior del niño, (ii) el derecho a la vida, supervivencia y

desarrollo y (iii) el derecho a la no discriminación (conf. arts. 2, 3 y 6 CDN). Todos

ellos, como se argumentará a continuación, se encuentran vulnerados en el presente

caso.



Según ha sostenido la doctrina, con la incorporación de la CDN a los diversos

niveles del ordenamiento jurídico argentino “se inaugura una nueva relación entre el

derecho y los niños, relación que se conoce como modelo o paradigma de la 'protección

integral de derechos” (….) que implica un “quiebre en la historia jurídica de la niñez:

la concepción del niño como ‘sujeto’ titular de los mismos derechos fundamentales de

los que resultan titulares los adultos, más un ‘plus’ de protección por su condición de

persona en desarrollo” (Gil Domínguez, Andrés, Famá, María Victoria y Herrera,

Marisa, Derecho constitucional de familia, Ediar, Buenos Aires, 2006, p. 534).

La vulneración al derecho a la protección especial y el interés superior

De acuerdo con múltiples instrumentos internacionales, que gozan de jerarquía

constitucional, toda niña, niño o adolescente tiene derecho a una protección especial.

Este derecho se encuentra presente en la Declaración Universal de los Derechos

Humanos (cf. art. 25.2), la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre

(cf. art. VII), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (cf.

art. 10.3), el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (cf. art. 24), la

Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, CADH), la cual

establece que “todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de

menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado” (cf. art. 19) y

especialmente, la CDN.

Las medidas especiales de protección han sido interpretadas por la Corte

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante, Corte IDH), entendiendo que se

trata de medidas necesarias para que la existencia de NNyA se desarrolle en condiciones

dignas. En otras palabras, afirma la Corte que (…) la verdadera y plena protección de

los niños significa que éstos puedan disfrutar ampliamente de todos sus derechos,

entre ellos los económicos, sociales y culturales, que les asignan diversos instrumentos

internacionales. Los Estados Partes en los tratados internacionales de derechos

humanos tienen la obligación de adoptar medidas positivas para asegurar la



protección de todos los derechos del niño” (Corte IDH, OC-17/2002, párr. 8, el

resaltado nos pertenece).

Cabe aquí recordar que la presente causa está dirigida a denunciar una omisión

estatal que tiene clara injerencia sobre derechos fundamentales y humanos de NNyA

indígenas, quienes conforme surge del relato de los hechos y las constancias

acompañadas en la presente demanda, se encuentran en una grave situación de

vulnerabilidad que amerita el fondo de este reclamo. En este sentido, es valioso destacar

que la CDN reconoce, en favor de este grupo en particular, el derecho a ejercer sus otros

derechos según su propia identidad cultural (cf. artículo 30, CDN).

Para mayor clarificación, en un caso que versaba sobre los derechos NNyA de

las comunidades, la Corte IDH consideró que el artículo 30 de la CDN impone una

obligación adicional y complementaria que dota de contenido al artículo 19 de la

CADH. Según el máximo tribunal, “esta disposición debe entenderse como un derecho

adicional, complementario, que el tratado establece para seres que por su desarrollo

físico y emocional necesitan de protección especial (...) Debe entonces el Estado

asumir una posición especial de garante con mayor cuidado y responsabilidad, y debe

tomar medidas especiales orientadas en el principio del interés superior del niño (...)

En tal sentido, el Estado debe prestar especial atención a las necesidades y a los

derechos de los niños, en consideración a su condición particular de vulnerabilidad”

(Corte IDH, Caso Chitay Nech y otros vs. Guatemala, Sentencia de 25 de mayo de

2010, Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 164).

La garantía de satisfacción de los derechos de NNA en los términos de la CDN,

debe orientarse a partir de uno de sus principios generales, el interés superior del niño

(cf. art. 3, CDN). De acuerdo con el Comité Derechos del Niño (en adelante, Comité

DN) la plena aplicación del principio, “exige adoptar un enfoque basado en los

derechos, en el que colaboren todos los intervinientes a fin de garantizar la integridad

física, psicológica, moral y espiritual holísticas del niño y promover su dignidad

humana.” (Comité DN, Observación General Nro. 14/2013, “Sobre el derecho del niño

a que su interés superior sea una consideración primordial”, párr. 4 y 5).



La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que “La Convención

Americana sobre Derechos Humanos establece que los niños tienen derecho a medidas

especiales de protección. Con miras a ese cuidado, la Convención sobre Derechos del

Niño consagra la noción del interés superior del niño, como un principio rector de la

normativa particular y como una consideración primordial en la adopción de las

medidas que deban ser tomadas por los tribunales, las autoridades administrativas y

los órganos legislativos, proporcionando un parámetro objetivo que permite resolver

cuestiones en las que están comprometidos los menores atendiendo a aquella solución

que les resulte de mayor beneficio” (arts. 3° de la referida Convención y 3° de la ley

26.061) CIV 35476/2016/5/RH1 “Defensoría de Menores e Incapaces N° 6 y otros”

(Disidencia de los jueces Maqueda y Rosatti), 26/11/2020; Fallos: 343:848 (Disidencia

del juez Rosatti); 342:459 (Voto del juez Rosatti); 341:1511 (Disidencia del juez

Rosatti).

El interés superior que debe ser considerado para asegurar los derechos de los

NNyA posee tanto una faz individual como una colectiva, que se vuelve particularmente

relevante para el caso en lo que respecta al grupo de niños y niñas pertenecientes a

pueblos indígenas. Según explica el Comité DN “…implica que el derecho a que se

atienda debidamente a su interés superior no solo se aplique a los niños con carácter

individual, sino también general o como grupo. Por consiguiente, los Estados tienen la

obligación de evaluar y tener en cuenta como consideración primordial el interés

superior de los niños como grupo o en general en todas las medidas que les

conciernan (...) el interés superior del niño se concibe como un derecho colectivo y

como un derecho individual, y que la aplicación de ese derecho a los niños indígenas

como grupo exige que se examine la relación de ese derecho con los derechos

culturales colectivos” (Comité DN, Observación General Nro. 14/2013, “Sobre el

derecho del niño a que su interés superior sea una consideración primordial”, párr. 23.

El resaltado nos pertenece).

A nivel nacional, la Ley Nro. 26.061 receptó los términos de la Convención y

entre otras disposiciones estableció que el interés superior es la máxima satisfacción,



integral y simultánea de los derechos y garantías reconocidos a niñas, niños y

adolescentes (cf. art. 3, Ley Nro. 26.061).

De igual forma se reconoció a nivel local. La Ley Nro. 7039 sobre Protección de

la Niñez y Adolescencia establece “El Estado garantizará el interés superior del niño y

el adolescente, brindándole las oportunidades y facilidades para el desarrollo físico,

psíquico y social, sin discriminación de ninguna naturaleza, como por ejemplo de raza,

color, sexo, edad, idioma, religión, cultura, nacionalidad y opinión política” (cf. art. 1,

segundo párrafo).

El fallecimiento de 108 niñas y niños durante 2020 y de más al menos 64

durante 2021 en los tres departamentos de emergencia, informado por las propias

autoridades salteñas, demuestra de forma clara que el estado local se encuentra muy

distante de cumplir con su obligación de protección especial con miras al interés

superior del niño y la niña. En particular, este incumplimiento se agrava si se considera

que en febrero del año pasado la declaración de emergencia sociosanitaria exigía la

adopción de todas las medidas a su alcance, que han demostrado a todas luces ser

insuficientes.

Por otra parte, la crianza y desarrollo de NNyA se encuentra a cargo,

fundamentalmente, de sus progenitores o quienes ejercen la responsabilidad parental en

cada caso. Pero estas responsabilidades exigen además una conducta determinada

por parte del Estado, que se encuentra desdoblada en al menos dos tipos de

obligaciones: la obligación de respetar las responsabilidades, derechos y deberes de

las y los progenitores y la de adoptar medidas que fortalezcan a las familias en el

cumplimiento de su rol.

Así, la CDN sostiene que “los Estados Partes respetarán las responsabilidades,

los derechos y los deberes de los padres, o en su caso los miembros de la familia

ampliada o de la comunidad, según establezca la costumbre local, de los tutores u otras

personas encargadas legalmente del niño impartirle, en consonancia con la evolución



de sus facultades, dirección y orientación apropiadas para que el niño ejerza los

derechos reconocidos en la presente Convención” (cf. art. 5, CDN).

Simultáneamente, demanda la realización de acciones positivas por parte del

Estado para garantizar y promover los derechos reconocidos y en particular, fortalecer a

aquellas familias que requieren mayor apoyo para ello. Así, establece que “...los

Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a los padres y a los representantes

legales para el desempeño de sus funciones en lo que respecta a la crianza del niño y

velarán por la creación de instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de

los niños” (cf. art. 18, inc. 2, CDN).

En este sentido, sostuvo el Comité DN,“la utilización de los servicios de salud

está determinada por el entorno, lo cual incluye, entre otras cosas, la disponibilidad de

servicios, los niveles de conocimiento en materia de salud, la preparación para la vida

cotidiana y los valores. Los Estados deben esforzarse por garantizar un entorno

propicio que aliente a los padres y los niños a utilizar debidamente los servicios de

salud” (Comité DN, Observación general Nº 15 (2013) sobre el derecho del niño al

disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 24), párr. 30).

Las y los progenitores juegan un rol fundamental para garantizar el acceso al

derecho a la salud por parte de sus hijos e hijas, en especial cuando se trata de niñas y

niños de corta edad. Asimismo, quienes se encuentren en una mayor situación de

vulnerabilidad requerirán por parte del Estado medidas complementarias de apoyo para

ejercer este derecho. En un contexto de importantes barreras para el acceso a la salud

por parte de niñas y niños indígenas, como la discriminación estructural, el idioma, las

diversas identidades culturales, entre otras, el rol de las y los facilitadores interculturales

es fundamental.

De implementarse la ley Nº 7.856, podrían representar un puente entre las

familias y el sistema de salud, para así garantizar no sólo el acceso sino la comprensión

por parte de las familias de la información relacionada a la salud de sus hijos e hijas, los

tratamientos recomendados por las y los profesionales de la medicina, los cuidados que



debieran seguir como padres y madres a cargo del NNyA y las medidas de control

sugeridas, entre otros asuntos.

b) La falta de garantía del derecho a la salud de niñas, niños y adolescentes

pertenecientes a pueblos indígenas

En relación al derecho a la salud, el Pacto Internacional de Derechos

Económicos, Sociales y Culturales (en adelante, PIDESC) establece que los Estados “1.

...reconocen el derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel posible de salud

física y mental. 2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados Partes en el

Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de este derecho, figurarán las necesarias

para: a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad infantil, y el sano

desarrollo de los niños; c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades

epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la lucha contra ellas; d) La

creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos

en caso de enfermedad” (cf. art. 12, inc. a) c) y d), PIDESC).

Respecto a niñas, niños y adolescentes, es la CDN que imparte la manda dirigida

hacia los Estados, bajo el obligado prisma del principio de la no discriminación: “1. Los

Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del más alto nivel posible de

salud y a servicios para el tratamiento de las enfermedades y la rehabilitación de la

salud. Los Estados Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de

su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 2. Los Estados Partes asegurarán la

plena aplicación de este derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas

para: a) Reducir la mortalidad infantil y en la niñez; b) Asegurar la prestación de la

asistencia médica y la atención sanitaria que sean necesarias a todos los niños,

haciendo hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud; c) Combatir las

enfermedades y la malnutrición en el marco de la atención primaria de la salud

mediante, entre otras cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el suministro

de alimentos nutritivos adecuados y agua potable salubre, teniendo en cuenta los

peligros y riesgos de contaminación del medio ambiente; d) Asegurar atención

sanitaria prenatal y postnatal apropiada a las madres (...) 3. Los Estados Partes



adoptarán todas las medidas eficaces y apropiadas posibles para abolir las prácticas

tradicionales que sean perjudiciales para la salud de los niños…” (cf. art. 24, CDN).

Los tratados internacionales con jerarquía constitucional referidos son claros

tanto en el reconocimiento del derecho así como en la obligación del Estado de tomar

medidas eficaces para garantizarlo. Ello se refuerza con lo establecido en el artículo 75

inciso 23 de la Constitucional Nacional que exige la adopción de medidas de “...acción

positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y

ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados

internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los

niños”.

En igual inteligencia, la jurisprudencia consolidada de la CSJN considera que no

alcanza solamente con la no intervención en el cumplimiento del derecho, sino que el

Estado tiene una obligación de hacer para asegurarlo. En palabras del Máximo Tribunal

Nacional “...la preservación de la salud integra el derecho a la vida, circunstancia que

genera ‘una obligación impostergable de las autoridades de garantizarla mediante la

realización de acciones positivas (cfr. art. 75, incs. 22 y 23 de la Constitución

Nacional y Fallos: 323: 1339 y 3229 Y 331: 2135, entre otros).”” (“P . L ., J . M. c/

I.O.M.A. s/ amparo - recurso de nulidad e inaplicabilidad de ley”, Fallos 337:222).

Para mayor abundamiento, la Corte IDH estableció que “...el cuidado de la

salud de los niños suponen diversas medidas de protección y constituyen los pilares

fundamentales para garantizar el disfrute de una vida digna por parte de los niños,

que en virtud de su condición se hallan a menudo desprovistos de los medios

adecuados para la defensa eficaz de sus derechos” recuperando parte de su

argumentación en “Condición Jurídica y Derechos Humanos del Niño (Corte IDH,

Opinión Consultiva OC-17/02, párr. 86)”.

Además de lo anterior, el ordenamiento jurídico es determinante al establecer

que para garantizar el derecho a la salud de las comunidades indígenas se requiere

un abordaje intercultural que permita a cada niña y niño indígena acceder al derecho

a la salud en un marco de respeto hacia sus culturas, sin discriminación alguna. Fue



clara la Corte IDH al expresar que “...la legislación por sí sola no es suficiente para

garantizar la plena efectividad de los derechos protegidos por la Convención, sino que

comporta la necesidad de una conducta gubernamental que asegure la existencia, en

la realidad, de una eficaz garantía del libre y pleno ejercicio de los derechos

humanos” (Corte IDH, Caso Comunidad Indígena Sawhoyamaxa Vs. Paraguay,

Sentencia de 29 de marzo de 2006 Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 167). En dicha

oportunidad, la Corte entendió que las medidas adoptadas por el Estado eran a todas

luces, medidas insuficientes para revertir la situación de vulnerabilidad y riesgo de

los miembros de esta Comunidad y prevenir violaciones del derecho a la vida.

En igual sentido se expresaron los Comités especializados de Naciones Unidas.

Por un lado, el Comité de Derechos Económicos Sociales y Culturales (en adelante,

Comité DESC) indicó que “Los pueblos indígenas tienen derecho a medidas

específicas que les permitan mejorar su acceso a los servicios de salud y a las

atenciones de la salud. Los servicios de salud deben ser apropiados desde el punto de

vista cultural, es decir, tener en cuenta los cuidados preventivos, las prácticas curativas

y las medicinas tradicionales (...)” (Comité DESC, Observación General N° 14 (2000)

“El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud” (artículo 12 del PIDESC),

22º período de sesiones, UN. Doc. E/C.12/2000/4, párr. 27).

Por otro lado, el Comité DN, en su Observación General Nº 11 sobre “Los niños

indígenas y sus derechos en virtud de la Convención de los Derechos del Niño”, sostuvo

que “los niños indígenas están comprendidos entre los que necesitan que se adopten

medidas positivas para eliminar las condiciones que dan lugar a la discriminación y

para que puedan gozar de los derechos dimanantes de la Convención en pie de

igualdad con otros niños. En particular, se insta a los Estados partes a que consideren

la aplicación de medidas especiales para que los niños indígenas puedan acceder a

servicios culturalmente apropiados en los ámbitos de la salud, la nutrición, la

educación, las actividades recreativas, los deportes, los servicios sociales, la vivienda,

el saneamiento y la justicia juvenil” (Comité DN, Observación General Nº 11, 12 de

febrero 2009, CRC/C/GC/11, párr. 25).



De esta manera, el accionar moroso respecto de la aplicación y reglamentación

de la Ley 7.856 por parte del Estado Salteño, evidenciado en los testimonios y también

en sus respuestas a los pedidos de acceso a la información -en los que desconocen por

completo el ordenamiento jurídico vigente-, vulnera de forma palmaria la obligación de

cumplir con estas medidas específicas de protección y acceso a derechos de niñas y

niños pertenecientes a las comunidades.

Además de estos estándares, también el Estado Salteño debe cumplir con la

normativa, complementaria a la citada, del derecho a la identidad cultural de niñas y

niños de pueblos indígenas. La CDN y su artículo 30 expresa: “En los Estados en que

existan minorías étnicas, religiosas o lingüísticas o personas de origen indígena, no se

negará a un niño que pertenezca a tales minorías o que sea indígena el derecho que le

corresponde, en común con los demás miembros de su grupo, a tener su propia vida

cultural, a profesar y practicar su propia religión, o a emplear su propio idioma”. Es

decir, niñas y niños de pueblos indígenas tienen derecho a exigir que los servicios de

salud públicos sean apropiados desde el punto de vista cultural.

En igual sentido, el Convenio Nro. 169 Organización Internacional del Trabajo

(en adelante, OIT), que posee jerarquía supralegal, dispuso que “1. Los gobiernos

deberán asumir la responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos

interesados, una acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de

esos pueblos y a garantizar el respeto de su integridad. 2. Esta acción deberá incluir

medidas: (...) b) Que promuevan la plena efectividad de los derechos sociales,

económicos y culturales de esos pueblos, respetando su identidad social y cultural,

sus costumbres y tradiciones, y sus instituciones” (cf. art. 2). Asimismo, el inc. 2 del

art. 21 de la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos

Indígenas (en adelante, DNUDPI), dispone que “Los Estados adoptarán medidas

eficaces y, cuando proceda, medidas especiales para asegurar el mejoramiento

continuo de sus condiciones económicas y sociales. Se prestará particular atención a

los derechos y necesidades especiales de los ancianos, las mujeres, los jóvenes, los

niños y las personas con discapacidad indígenas”.



Para una mayor clarificación y especificidad, la Corte IDH considera que la

identidad cultural forma parte del desarrollo integral de niñas, niños y adolescentes, al

sostener que: “...teniendo en cuenta que el desarrollo del niño es un concepto holístico

que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, psicológico y social, la Corte

estima que para el desarrollo pleno y armonioso de su personalidad, los niños

indígenas, de acuerdo con su cosmovisión, preferiblemente requieren formarse y

crecer dentro de su entorno natural y cultural, ya que poseen una identidad distintiva

que los vincula con su tierra, cultura, religión, e idioma (Corte IDH, Caso Chitay

Nech y otros vs. Guatemala, Sentencia de 25 de mayo de 2010, Excepciones

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 169)

Esta identidad distintiva está conformada por múltiples dimensiones, entre ellas

la del lenguaje, cuya relevancia se ve reflejada en la posibilidad de acceder o no a

políticas destinadas a asegurar el derecho humano a la salud. Al respecto, la Corte IDH

entendió que los Estados “deben tomar en consideración los datos que diferencian a los

miembros de pueblos indígenas de la población en general, y que conforman la

identidad cultural de aquellos. La lengua es uno de los más importantes elementos de

identidad de un pueblo...” (Corte IDH, Caso López Álvarez Vs. Honduras Sentencia de

1 de febrero de 2006, Fondo, Reparaciones y Costas, párr. 171).

Con base en lo expresado por la Corte IDH, el paradigma intercultural es

fundamental para garantizar el cuidado y resguardo de la salud de niños y niñas

indígenas que, como fuera descripto en los hechos del caso, se encuentran en extrema

situación de vulnerabilidad. Debido a que sus familias no pueden comprender las

indicaciones o recomendaciones médicas debido a barreras lingüísticas o culturales, sus

derechos se ven directamente afectados, y no pueden ejercer sus derechos de forma

adecuada.

Por ello, es posible interpretar que la ley provincial N° 7856 tiene un

fundamento y un anclaje en un amplio abanico jurídico en el plano internacional el cual

se encuentra vulnerado ante la falta de aplicación de la misma. Pues, los Estados no solo

deben adoptar las consiguientes medidas legislativas para garantizar el derecho a la



salud desde un paradigma intercultural, sino que deben adoptar las medidas necesarias

para que los derechos garantizados en el plano normativo puedan verse satisfechos de

forma efectiva. Si bien esta normativa no pretende cubrir ni abarcar todos los

mecanismos necesarios para garantizar el acceso a la salud desde el paradigma de la

interculturalidad, dicha norma implica un necesario punto de partida para garantizar este

derecho en los alcances descritos con anterioridad. Es menester agregar que esta ley es

la única normativa específica en el ámbito provincial destinada a pueblos originarios y

vinculada al acceso a la salud, tanto en un plano de acceso libre e igualitario a la salud

desde el paradigma de la interculturalidad. Por lo que el incumplimiento a la misma

implica una vulneración a los derechos humanos de los pueblos indígenas y, en

particular, a la niñez indígena referido al derecho colectivo a la salud.

c) La protección de los derechos colectivos de los pueblos indígenas

La vulneración a los derechos de niñas, niños y adolescentes de los pueblos

originarios de los departamentos de emergencia conlleva, necesariamente, la

vulneración de los derechos colectivos que poseen las comunidades indígenas de las que

forman parte. La protección jurídica traducida en los derechos colectivos establecidos

para los pueblos indígenas tiene su fundamento en el despojo territorial y del genocidio

que sufrieron los mismos a lo largo de la historia. El resguardo de estos derechos está

íntimamente vinculado con la protección de la identidad de los pueblos indígenas y con

la protección del principio de igualdad. En ese sentido, Joaquín Vicente establece que:

“Los derechos colectivos son los que mejor traducen la identidad indígena, y coadyuvan

a su fortalecimiento. (...) la lucha por los derechos colectivos no es otra cosa que la

lucha por su propia identidad. En la medida en que puedan preservarse determinados

derechos inherentes a su condición de pueblos, es mayor la posibilidad de resguardar

sus identidades. La igualdad (...) se convierte en una herramienta de distribución tanto

de derechos como de bienes. Los derechos colectivos constituyen para los pueblos

indígenas herramientas para garantizar su subsistencia y sistema de valores, sus

creencias y culturas.” (Derechos colectivos de los pueblos indígenas. Abril de 2018.

Editado por Ediciones SAIJ de la Dirección Nacional del Sistema Argentino de



Información Jurídica. Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación.

Dirección: Roberto Vicente)

Los derechos colectivos de los pueblos indígenas han sido reconocidos por la

Constitución Nacional (cf. art. 75.17) así como normas de Derecho Internacional de los

Derechos Humanos con jerarquía constitucional (cf. art. 75.22) y como tales, su respeto

y protección hace a la dignidad de las personas que integran este colectivo y al

desarrollo de un estado democrático sobre la base del principio de igualdad y no

discriminación de sus habitantes.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en adelante, PIDCP)

parte del reconocimiento del derecho a la libre determinación de los pueblos (cf. art. 1)

y los derechos de las minorías nacionales, étnicas y lingüísticas, entre los cuales se

incluye el respeto hacia su vida cultural y a emplear su propio idioma (cf. art. 27) Por

otro lado, la Convención sobre Eliminación de Todas las Formas de Discriminación

Racial (CERD, por sus siglas en inglés) ha prestado una especial atención a la situación

de los pueblos indígenas, a través de la labor de su Comité. En la Observación General

N° 23/1997 el Comité reafirma que las disposiciones de la Convención son aplicables a

los pueblos indígenas y que deben tomarse todas las medidas apropiadas para combatir

y eliminar dicha discriminación.

Derecho a la salud de los pueblos indígenas

Es preciso sostener que existe una obligación por parte del Estado de eliminar

los obstáculos que estas poblaciones pudieran encontrar para el ejercicio de sus

derechos humanos y fundamentales, teniendo en cuenta, por ejemplo, barreras

culturales, sociales, lingüísticas, entre otras, que colocan en una situación de desventaja

a los pueblos indígenas.

Para ello, múltiples instrumentos internacionales advierten acerca de la

relevancia del respeto por la diversidad cultural. Así, la Declaración de la Organización

de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO, por sus

siglas en inglés) sobre la Diversidad Cultural establece que los pueblos indígenas deben



estar libres de toda discriminación en el ejercicio de sus derechos y a su vez, reconoce

su derecho a ser diferentes y ser respetados en todo aquello que conforme su identidad

cultural.

Por otra parte, retomando la Declaración de las Naciones Unidas sobre los

Derechos de los Pueblos Indígenas sostiene sus disposiciones, sobre esta afirmación:

“Afirmando que los pueblos indígenas son iguales a todos los demás pueblos y

reconociendo al mismo tiempo el derecho de todos los pueblos a ser diferentes, a

considerarse a sí mismos diferentes y a ser respetados como tales” (cf. Preámbulo,

segundo párrafo, DNUDPI). Asimismo, respecto de los derechos económicos, sociales y

culturales, el artículo 21, inc. 1 es enfático al reconocer que “1. Los pueblos indígenas

tienen derecho, sin discriminación, al mejoramiento de sus condiciones económicas y

sociales, entre otras esferas, en la educación, el empleo, la capacitación y el

readiestramiento profesionales, la vivienda, el saneamiento, la salud y la seguridad

social”. Sobre la base del principio de igualdad y no discriminación, reconoce que “Las

personas indígenas tienen igual derecho a disfrutar del nivel más alto posible de salud

física y mental. Los Estados tomarán las medidas que sean necesarias para lograr

progresivamente que este derecho se haga plenamente efectivo” (cf. art. 24, DNUDPI)

En el ámbito regional, la Declaración Americana sobre los Derechos de los

Pueblos Indígenas (en adelante, DADPI), establece en su artículo II, Sección Primera,

que “Los Estados reconocen y respetan el carácter pluricultural y multilingüe de los

pueblos indígenas, quienes forman parte integral de sus sociedades”, a la par de

reconocer la plena vigencia de los derechos humanos “Los pueblos y las personas

indígenas tienen derecho al goce pleno de todos los derechos humanos y libertades

fundamentales, reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Carta de la

Organización de los Estados Americanos y en el derecho internacional de los derechos

humanos” (cf. art.V, Sección Segunda, DADPI).

En igual sentido, la DADPI estableció que: “1.Los pueblos indígenas tienen

derecho en forma colectiva e individual al disfrute del más alto nivel posible de salud

física, mental y espiritual; 4. Los pueblos indígenas tienen derecho a utilizar, sin



discriminación alguna, todas las instituciones y servicios de salud y atención médica

accesibles a la población en general. Los Estados en consulta y coordinación con los

pueblos indígenas promoverán sistemas o prácticas interculturales en los servicios

médicos y sanitarios que se provean en las comunidades indígenas, incluyendo la

formación de técnicos y profesionales indígenas de salud”. (cf. art. XVIII, Sección

Tercera “Identidad Cultural”, DADPI).

La Corte IDH ha sido enfática al sostener que el ejercicio de los derechos de las

personas pertenecientes a pueblos indígenas está atado al deber de adoptar medidas

que tengan en cuenta las características de estos pueblos. En la reciente sentencia de

la Corte IDH en el Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka

Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina determinó que “...los Estados tienen

“obligaciones básicas”, entre las que mencionó “proteger el derecho de toda persona a

ejercer sus propias prácticas culturales”. Señaló, asimismo, que el derecho se viola

cuando un Estado “no toma las medidas necesarias para cumplir las obligaciones

[respectivas]” (Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación

Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Costas, Sentencia

de 6 de febrero de 2020. Serie C No. 400, párr. 242).

Más aún, el Tribunal se pronunció sobre el derecho a la identidad cultural

entendiendo que éste “...el derecho protege los rasgos distintivos que caracterizan a

un grupo social, sin que ello implique negar el carácter histórico, dinámico y

evolutivo de la cultura (...) que se refiere a la realización de un determinado derecho

humano de manera pertinente y apta a un determinado contexto o una determinada

modalidad cultural, vale decir, de manera que respete la cultura y los derechos

culturales de las personas y las comunidades, con inclusión de las minorías y de los

pueblos indígenas” (Corte IDH, Caso Comunidades Indígenas Miembros de la

Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) Vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y

Costas, Sentencia de 6 de febrero de 2020. Serie C No. 400, párrs. 240-241).

Ello se complementa con la prohibición de que la pertenencia a un pueblo

indígena sea objeto de discriminación de ningún tipo, debiendo prevenir de manera



especial, toda forma de violencia o discriminación dirigida hacia las niñas y los niños

indígenas (cf. artículo VII, inc. 3, Sección Segunda, DADPI).

La discriminación estructural hacia los pueblos indígenas en la Provincia y, en

particular, en los departamentos del norte provincial es una realidad probada y

mencionada en reiteradas ocasiones por una multiplicidad de organizaciones de la

sociedad civil, por organizaciones de pueblos originarios, como así también por

organismos internacionales como Naciones Unidas. Esta situación estructural de

discriminación, como fue mencionado de forma inicial, fue uno de los aspectos que

fundamentó la creación normativa de la ley 7856, por lo que su falta de aplicación

repercute de forma directa en una situación de discriminación sistemática y cotidiana

que se produce desde el Estado hacia las comunidades indígenas de la provincia.

No es pretensión de esta parte demostrar la falta de adopción de medidas

especiales en el sentido de adoptar “nuevos” mecanismos de prevención y de

erradicación de la situación de discriminación estructural, sino de aplicar medidas ya

ordenadas por el Poder Legislativo provincial, que se encuentran vigentes y que todavía

el Poder Ejecutivo no ha implementado. No aplicar esta norma, orientada

específicamente a mejorar las condiciones de acceso a la salud de las comunidades

originarias, implica una situación que profundiza la discriminación vigente y estructural

que requiere ser corregida de forma inmediata.

Del derecho a consulta y participación

El derecho de consulta, previa, libre e informada está vinculado al ejercicio de la

autonomía y la autodeterminación que los Pueblos Indígenas tienen como sujetos de

derechos colectivos. Este derecho se encuentra normado en nuestra Constitución

Nacional a través del artículo 75 inciso 17: “Asegurar su participación [la de los

Pueblos Indígenas] en la gestión referida a sus recursos naturales y a los demás

intereses que los afecten”.

Este derecho es la piedra angular que protege los demás derechos colectivos de

pueblos originarios. Como afirma la Dra. Silvina Ramirez “el derecho de consulta es un



instrumento destacado para la posibilidad de goce y defensa de los derechos indígenas,

a través del ejercicio del derecho de consulta, los Pueblos Indígenas pueden formar

genuinamente para del Estado” . Podemos afirmar que el Estado es el primer obligado23

a respetar y hacer respetar el derecho a la consulta antes de actuar, previo a tomar una

decisión administrativa e incluso antes de intervenir por vías de hecho que puedan

afectar derechos civiles, políticos, económicos, sociales y/o culturales de los pueblos

indígenas.

Entre los instrumentos internacionales específicos relativos a la promoción de

los derechos de los pueblos indígenas vinculados al derecho de consulta y participación

se encuentra el Convenio Nro. 169 de la OIT sobre pueblos indígenas y tribales en

países independientes que tiene rango supralegal, de acuerdo con el artículo 31 de la

Constitución Nacional. A través del mismo se hace referencia al derecho que tienen los

Pueblos Indígenas a tomar decisiones sobre lo que ocurra en sus territorios, como así

también a opinar en la elaboración de políticas públicas o leyes que afecten sus

intereses. El art. 2 del Convenio establece que “Los gobiernos deberán asumir la

responsabilidad de desarrollar, con la participación de los pueblos interesados, una

acción coordinada y sistemática con miras a proteger los derechos de esos pueblos y a

garantizar el respeto de su integridad.”

Los estándares que debe cumplir esa consulta están determinados establecidos

en el art. 6 que establece que “al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los

gobiernos deberán: a) consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos

apropiados y en particular a través de sus instituciones representativas, cada vez que se

prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente;

Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este Convenio deberán efectuarse de

buena fe y de una manera apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a

un acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas propuestas.”

23 Consulta y Participación Indígena (DOSSIER), El desarrollo del derecho a la consulta y el
consentimiento previo, libre e informado. Silvina Ramirez. EDUPA (Editorial Universitaria de la Patagonia)



La consulta previa, libre e informada está también extensamente desarrollada en

la DNUDPI y otros aspectos de su vida como pueblo dentro de países soberanos. El art.

5 de la Declaración establece que “Los pueblos indígenas tienen derecho a conservar y

reforzar sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales,

manteniendo a la vez su derecho a participar plenamente, si lo desean, en la vida

política, económica, social y cultural del Estado.”

Así también, el artículo 18 establece que“Los pueblos indígenas tienen derecho

a participar en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a sus derechos,

por conducto de representantes elegidos por ellos de conformidad con sus propios

procedimientos, así como a mantener y desarrollar sus propias instituciones de

adopción de decisiones.” La DNUDPI también prevé la participación de los pueblos

indígenas en la elaboración y determinación de programas relacionados a sus derechos

sociales, económicos y culturales, entre ellos el derecho a la salud. Su texto dispone:

“Los pueblos indígenas tienen derecho a determinar y a elaborar prioridades y

estrategias para el ejercicio de su derecho al desarrollo. En particular, los pueblos

indígenas tienen derecho a participar activamente en la elaboración y determinación

de los programas de salud, vivienda y demás programas económicos y sociales que les

conciernan y, en lo posible, a administrar esos programas mediante sus propias

instituciones” (cf. art. 23, DNUDPI).

Como fue mencionado en el apartado referido a la red sanitaria intercultural,

mediante la creación de la misma en la ley 7856 se buscaba, entre otros aspectos,

garantizar el derecho de consulta y participación desarrollado ut supra. En el marco de

la emergencia sociosanitaria, de forma cotidiana se planifican y llevan adelante acciones

en el ámbito sanitario (entre otros) debido a la crítica situación de vulnerabilidad de las

comunidades indígenas en los territorios del norte provincial por parte de los Estados

Nacional, Provincial y Municipal. En ninguna de todas las instancias, se buscó la

participación efectiva de las comunidades indígenas de la provincia a través de sus

representantes. Muchas de las acciones mencionadas adquirían mejores resultados si se

tomara en cuenta la opinión y se incorporara a la mesa de decisión a los y las referentes



de pueblos originarios con experiencia en el ámbito sanitario. Por eso la aplicación de

este derecho resulta primordial para mejorar el acceso a la salud pública de las

comunidades indígenas y de los niños y niñas de las mismas.

d) La omisión inconstitucional ante la falta de reglamentación de la Ley 7.856.

El carácter operativo propio de toda normativa que protege derechos humanos

fundamentales es una característica que torna exigible los derechos garantizados en la

ley provincial 7856. Sin embargo, la omisión del mandato específico de reglamentar la

misma dificulta y obstruye la posibilidad de acceder de forma plena a los aspectos que

busca garantizar la norma. Como ya fue mencionado, la ausencia de reglamentación

imposibilita determinar mecanismos de selección y formación de los facilitadores

interculturales, como así también la determinación de sus roles específicos, cantidad

necesaria por hospitales, etc. Así también, imposibilita determinar un mecanismo de

selección para la constitución efectiva de la red sanitaria intercultural, e influye en la

indeterminación de la cantidad de albergues de tránsito necesarios, como en la

indefinición de las funciones de los mecanismos de coordinación interinstitucional que

establece la ley. En ese sentido, la omisión de reglamentación a la ley influye

negativamente en la posibilidad de acceder al derecho a la salud intercultural por parte

de las comunidades indígenas de la Provincia, por eso esta omisión sostenida por el

Poder Ejecutivo provincial se torna inconstitucional en cuanto la misma obstaculiza el

acceso pleno a este derecho.

En ese orden de ideas, es importante remitirnos a dos precedentes

jurisprudenciales referidos a la omisión inconstitucional de reglamentación por parte del

Poder Ejecutivo. El primero de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en

"Etcheverry, Juan Bautista y otros c/ EN s/ amparo ley 16.986" el cual adhiere a los

fundamentos expuestos por el Fiscal General ante la Corte , quien refirió que la24

omisión inconstitucional requiere que se compruebe, por un lado, la existencia de un

mandato normativo expreso, exigible e incumplido, y por otro lado, que se vulneren

24https://www.mpf.gob.ar/dictamenes/2018/VAbramovich/septiembre/Etcheverry_Juan_CAF_49220_201
5_1RH1.pdf



derechos o garantías, es decir, que exista un caso en los términos del artículo 116 de la

Constitución Nacional.

Al igual que en este caso señalado, tal omisión importó, en la práctica, anular la

operatividad de un derecho legalmente reconocido que, además, protege intereses

consagrados en instrumentos internacionales de jerarquía constitucional, como fue

descrito anteriormente.

En este sentido, el dictamen señala que “...corresponde recordar que el artículo

99, inciso 2, de la Constitución Nacional establece que "el Presidente de la Nación (...)

expide las instrucciones y reglamentos que sean necesarios para la ejecución de las

leyes de la Nación ... ". Esta cláusula no solo atribuye una facultad al Poder Ejecutivo,

sino que también le impone un deber de reglamentar cuando ello es necesario para que

la ley se haga cumplir integralmente.”

Así también retoma el mismo otro precedente de la Corte Suprema que

determina que la omisión de la autoridad pública se configura cuando existe un claro

mandato legislativo que ha sido desoído por un tiempo a todas luces irrazonable desde

la promulgación de la ley (Fallos: 337:1564, "Villarreal”, considerando 11°).

De modo que, en este caso, al igual que en el precedente citado, se verifica una

omisión de ese mandato constitucional, pues el Poder Ejecutivo Provincial no ha

expedido la reglamentación necesaria para la efectiva implementación de la ley.

Así también, nos remitimos a lo establecido por la Cámara de Apelaciones en lo

Contencioso Administrativo Federal, Sala III , en Asociación por los Derechos Civiles y

otros c/ Honorable Cámara de Senadores de la Nación y otro s/ amparo ley 16.986

(sentencia del 18 de agosto de 2016) donde se manifiesta que “…aparece verificada la

existencia de una omisión antijurídica de autoridad pública de carácter manifiesta en

los términos del artículo 43 de la Constitución Nacional, por haberse excedido todo

plazo razonable para el cumplimiento del mandato constitucional, que lesiona y

restringe en forma actual derechos y garantías reconocidas en su propio texto” (cons.

V) “De forma tal que -en función de las consideraciones expuestas en la presente- la



acción intentada resulta viable, pues se verifican en autos los siguientes recaudos de

admisibilidad de la pretensión: a) existencia de un mandato normativo expreso; b)

incumplimiento objetivo de la autoridad sobre la cual pesaba esa obligación; c)

transcurso de un plazo que excede toda pauta de razonabilidad y d) interés en quienes

accionan frente a la vulneración de derechos y garantías provocada por la omisión”

(cons. VIII).

Conforme a esta tesitura desarrollada por la Cámara y la Corte, la negativa a

reglamentar la ley provincial N° 7856 implica una vulneración a los derechos colectivos

de comunidades originarias y en particular de los niños y las niñas de las mismas

referidas al acceso a la salud. Ambos precedentes coinciden en determinar la

inconstitucionalidad en cuanto a la omisión de reglamentar leyes por parte del Poder

Ejecutivo cuando exista un mandato legal expreso y cuando esa omisión repercute en la

vulneración de algún derecho en específico, ambos extremos configurados en el

presente caso.

V. ESTÁNDARES MÍNIMOS PARA LA REGLAMENTACIÓN A LEY 7856

En este apartado pasaremos a desarrollar los aspectos mínimos que debe

contemplar la reglamentación de la ley provincial N° 7856 a los fines de que pueda

garantizar los derechos colectivos establecidos en los apartados desarrollados ut supra.

La reglamentación, como fue expuesto, debe cumplir con un procedimiento

adecuado que garantice el derecho a la consulta y participación indígena. Sin perjuicio

de la necesidad de que en este proceso se garantice una amplia participación

comunitaria, se presentan estos presupuestos mínimos que la reglamentación debería

incluir. Estos estándares surgen de la interpretación armónica de la normativa nacional e

internacional referida y del consenso de la comunidad actora en la presente demanda.

En cuanto a la participación, modo de funcionamiento y funciones específicas de la red:



• Se deberá garantizar la activa presencia del Poder Ejecutivo y los ministerios

afines (Salud Pública y Desarrollo Social), la participación efectiva, a través de sus

respectivos representantes de los pueblos originarios (IPPIS, delegados de las

comunidades nombrados a tal fin) en la planificación, ejecución y coordinación de la

Red como institución clave para definir aquella política pública sanitaria que tenga

implicancia directa o indirecta en las comunidades indígenas de la Provincia.

• La red deberá desarrollar cursos y capacitaciones en materia de salud

intercultural tanto personal en funciones como para aspirantes a puestos laborales,

especialmente para facilitadores interculturales.

• Todos/as los integrantes de la red deberán tener amplias facultades

institucionales a los fines de poder coordinar de forma fluida con los y las responsables

institucionales de Hospitales y centros de salud de la provincia respecto a los casos de

los pacientes originarios. Deberá asegurarse, el traslado paciente indígena y de sus

familiares y/o autoridades comunitarias que viajen a los fines de acompañar al mismo

En relación con las/os facilitadores interculturales bilingües:

• El Poder Ejecutivo deberá elaborar un padrón de facilitadores en virtud de los y

las participantes de los cursos de capacitación elaborados a tales efectos. Su designación

dependerá de su pertenencia a pueblos originarios del área operativa que se trate, y

deberá contar con la participación y acuerdo de la red. La cantidad de facilitadores por

área deberá determinarse según la presencia de comunidades y pueblos (etnias) que

deban representarse.

• Las/os facilitadores deberán tener la legitimidad institucional y recursos para,

como mínimo, realizar las siguientes funciones: (i) acompañar en consultas y trámites

ante el sistema de salud, (ii) si el paciente originario y su familia están de acuerdo,

presenciar las interacciones con el personal de salud y colaborar con el cumplimiento de

los derechos al trato digno y respetuoso, la autonomía de la voluntad, la información

sanitaria, el consentimiento informado entre otros reconocidos por la Ley Nacional



26.529, (iii) legitimación activa frente a la red para denunciar situaciones de abuso y

discriminación.

Respecto de los albergues institucionales de tránsito:

• Deberán construirse y funcionar en todos los hospitales de referencia que

reciban cotidiana u ocasionalmente pacientes provenientes de comunidades originarias.

Allí, deberá garantizarse servicios de comunicación, alimentación y atención integral

interdisciplinaria de pacientes y sus familias.

Respecto del financiamiento de la Ley:

• El financiamiento de todas las medidas que apunten al cumplimiento de la Ley

7856 deberá imputarse a través de una partida diferenciada que integre el presupuesto

provincial del Ministerio de Salud Pública. Además, deberán establecerse metas físicas

que faciliten el seguimiento de los objetivos de la ley.

VI. LEGITIMACIÓN ACTIVA

La legitimación que se invoca es una legitimación colectiva, en los términos del

artículo 43 de la Constitución Nacional. De esta forma, la Asociación Civil por la

Igualdad y la Justicia (ACIJ) y la Comisión Directiva Wichi Misión La Loma invocan

la representación colectiva de la clase integrada por las niñas y niños de las

poblaciones originarias de los departamentos de emergencia del norte de la

Provincia de Salta que ven vulnerado su derecho a la salud intercultural, así como

a su integridad física, su derecho a la vida y a la igualdad y no discriminación, por

la omisión sistemática del estado provincial de adoptar las medidas adecuadas al

respecto.

El art. 43 de la Constitución Nacional, que reconoce la acción de amparo como

vía judicial de protección de los derechos fundamentales, como los que se encuentran

bajo estudio, sostiene en su párrafo segundo: “…Podrán interponer esta acción contra

cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al



ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de

incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones

que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los

requisitos y formas de su organización” (el resaltado nos pertenece).

Así también el art. 87 de la Constitución de la Provincia de Salta, reconoce la

presente acción de la siguiente forma: “La acción de amparo procede frente a cualquier

decisión, acto u omisión arbitrarios o ilegales de la autoridad, excepto la judicial, o de

particulares, restrictivos o negatorios de las garantías y derechos subjetivos explícitos o

implícitos de esta Constitución, tanto en el caso de una amenaza inminente cuanto en él

de una lesión consumada, a los fines del cese de la amenaza o del efecto consumado.”

De lo allí dicho se puede observar, primero, que las asociaciones que propendan

a dichos fines -en este caso la protección de los derechos humanos fundamentales a la

vida, a la salud a la integridad física, a la igualdad y no discriminación- se encuentran

legitimadas para ejercer la acción de carácter colectiva. Ello asimismo, de conformidad

con los criterios desarrollados por la doctrina y jurisprudencia, que establecen que una

asociación se encuentra legitimada para peticionar en los términos del artículo 43 de la

Constitución Nacional (y la normativa concordante) cuando el objeto de su acción

coincida con los propósitos para los cuales ha sido creada. Esto significa que debe

tomarse en cuenta la finalidad para la cual ha sido constituida la asociación y cotejar

luego que aquello por lo que se reclama quede enmarcado en tal finalidad.

El caso de autos, tal como se sostuvo más arriba, la falta de reglamentación de la

Ley local nro. 7.856 y de adopción de las medidas adecuadas para la creación de una red

de apoyo sanitario, intercultural e interinstitucional para pueblos originarios de la

Provincia, constituye no sólo una violación a las propias disposiciones de dicha

normativa local, que disponía su reglamentación dentro de los 180 días desde su

promulgación, lo que sucedió en el año 2014, sino especialmente una violación de los

derechos a la vida, a la salud intercultural, a la integridad físical y así un acto de

discriminación que resulta en la violación de derechos e intereses colectivos

reconocidos por la Constitución de la Provincia de Salta, la Constitución Nacional y los



tratados internacionales con jerarquía constitucional previamente referenciados. Y es

justamente para casos como estos que el art. 43 de la Constitución prevé una

legitimación activa ampliada.

En lo que respecta a la adecuada representación de los derechos de este grupo,

ACIJ es una asociación civil sin fines de lucro, que -de acuerdo con su estatuto- tiene

entre sus fines “impulsar el afianzamiento y desarrollo de las instituciones de la

democracia, defender y promover los derechos fundamentales de las personas” (conf.

los términos del acta fundacional), la “creación de un espacio de activismo y control

ciudadano, destinado a promover el fortalecimiento institucional y la construcción de

ciudadanía comprometida con el respeto de los derechos fundamentales (...)” (conf. art.

2.A del estatuto). Asimismo, ACIJ tiene por objeto defender “los derechos reconocidos

en la Constitución Nacional y aquellos de incidencia colectiva en general” (conf. art.

2.A.12 del estatuto).

De este modo, la organización se dedica a promover el cumplimiento de la

Constitución Nacional y la efectiva vigencia de las leyes que protegen a los grupos en

situación de vulnerabilidad, trabajando fuertemente en pos del cumplimiento de los

derechos fundamentales y la igualdad de oportunidades y de la eliminación de toda

práctica (consistente en una acción u omisión) institucional que genere o reproduzca

violaciones de derechos y sesgos discriminatorios.

Cabe destacar que la asociación cuenta con un programa especializado en la

defensa y promoción de los derechos sociales de la niñez, cuyo objeto es impulsar la

garantía de los derechos de niñas, niños y adolescentes mediante estrategias colectivas,

el monitoreo de políticas públicas y la promoción del cumplimiento de las pautas

normativas que buscan preservar la efectividad de los derechos de la niñez, incluyendo

el derecho a la educación y a la salud de esta población. De este modo, ACIJ trabaja

activamente en la defensa de los derechos de este colectivo desarrollando estrategias y

acciones para promover el diseño y/o implementación de políticas públicas y el

reconocimiento de derechos mediante la judicialización de casos de interés público, la

producción y difusión de información, la presentación de informes y solicitudes ante



organismos internacionales de derechos humanos, la realización de instancias de

capacitación, el lanzamiento de campañas de sensibilización y el establecimiento de

redes con otras organizaciones de la sociedad civil.

ACIJ tiene una larga trayectoria en la defensa de derechos de niñas, niños y

adolescentes. Ha desarrollado múltiples investigaciones de análisis sobre políticas

educativas con un enfoque de derechos humanos y ha promovido diversas acciones

judiciales en defensa de los derechos de este grupo. Desde hace años integra la red

Infancia en Deuda, del que participan 11 organizaciones a nivel nacional que desarrolla

acciones de promoción y protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes de

acuerdo con lo establecido por la Convención de los Derechos del Niño y la ley 26.061.

Además, es parte de la iniciativa Advancing Child Rights Strategic Litigation (en

españo, Promoviendo el Litigio Estratégico por los Derechos de la Niñez) y de la Red

DESC, que reúne a más de 280 organizaciones de 75 países en las que trabajamos por

los derechos de NNyA.

En los últimos años, ha participado como parte actora, patrocinante y amicus

curiae en demandas colectivas por la defensa de los derechos de la niñez. Entre otras

acciones judiciales resalta que ACIJ interpuso un amparo colectivo por el acceso a la

educación inicial de niñas y niños de entre 45 días y 5 años . En el marco de dicha25

causa, se arribó a un acuerdo judicial con el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires

que, a la fecha, ha generado la construcción de 30 escuelas de nivel inicial.

En igual sentido, ACIJ demandó, junto con la Clínica Jurídica de la Universidad

Nacional de la Plata y la Asociación Civil El Arca, por la creación de una escuela en la

localidad de Moreno (Provincia de Buenos Aires). En dicho caso, que fue resuelto

positivamente a través de una mesa de trabajo junto con el Gobierno de la Provincia de

Buenos Aires y la Fiscalía de Estado, se logró la construcción de dicha escuela que, a la

25 “ASOCIACIÓN CIVIL POR LA IGUALDAD Y LA JUSTICIA CONTRA GCBA SOBRE AMPARO
(ART. 14 CCABA)”, Expediente 23360/2006-0, Fuero Contencioso, Administrativo, Tributario y de
Relaciones de Consumo de la Ciudad de Buenos Aires. Ver: Acuerdo Judicial del 10/2/2011. Disponible
en: https://acij.org.ar/wp-content/uploads/ACTA_ACUERDO_4_de_febrero.pdf



fecha, asegura más de 800 vacantes de nivel primario a niñas, niños y adolescentes en

situación de extrema vulnerabilidad.26

Además, en conjunto con la Fundación Sur, la Asociación por los Derechos de la

Infancia, la Asociación por los Derechos Civiles, la Fundación Poder Ciudadano y el

Equipo Latinoamericano de Justicia y Género demandó - y obtuvo decisión favorable -

al Congreso Nacional a que, luego de 10 años, cumpliera con la Ley Nacional 26.061 a

través de iniciar un concurso público para la creación y designación de las autoridades

de la Defensoría Nacional de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. Dicha causa27

se inició en representación de NNyA del país que no contaban con esa figura clave en el

sistema de protección integral a nivel federal.

En consecuencia, se trata de una organización de la sociedad civil que tiene una

amplia y probada experiencia ejerciendo la legitimación activa en otros casos, lo que

justifica el accionar en el presente caso, de conformidad con el artículo 43, párrafo 2 de

la Constitución Nacional para representar mediante la acción de amparo colectivo la

defensa de los derechos vulnerados en el presente caso.

Por otro lado forma parte de la presente acción como codemandante la

comunidad Comisión Directiva Wichi “Misión La Loma de Embarcación” a través

de la representación de su presidente Efrain Federico Neuenschwander cuya

legitimación está sustentada en la defensa de los derechos colectivos que les

corresponde como comunidad indígena perteneciente al pueblo Wichi.

Tal como surge los objetivos establecidos en su Estatuto la comunidad

coaccionante es una comunidad indígena que en virtud del derecho de

autodeterminación establecido en el Convenio 160 de la OIT como en la Declaración de

Derechos de Pueblos Indígenas de Naciones Unidas ha establecido sus instituciones y

27 “FUNDACIÓN SUR ARGENTINA Y OTROS C/ EN-HONORABLE CÁMARA DE SENADORES
DE LA NACIÓN Y OTRO S/AMPARO LEY 16.986”, Expediente 15581/2015, Sentencia definitiva del
Juzgado de Primera Instancia Contencioso Administrativo Federal N°3, 9 de marzo de 2017.

26 “FIGUEREDO DUARTE CARMEN Y OTROS C/ FISCO DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
S/ MEDIDA AUTOSATISFACTIVA”, Expediente 39846/2016, Fuero Contencioso Administrativo de la
Provincia de Buenos Aires..



formas de organización propias reivindicando sus valores y costumbres ancestrales. En

ese sentido, se encuentra legitimada para accionar en la presente por la vulneración de

derechos específicos que la atraviesan asociados al derecho a la salud intercultural en

los términos y alcances desarrollados.

En ese sentido, entre los objetivos establecidos en su Estatuto se encuentra el de

“revalorizar la identidad étnica, histórica y cultural de la comunidad, fortaleciendo las

costumbres y tradiciones que desde nuestros ancestros heredamos y transmitimos”

como así también el de “hacer respetar los derechos de los PUEBLOS ABORÍGENES

mundialmente reconocidos(...)” .

De la presente, surge la vulneración de derechos indígenas y, en particular, la

vulneración de derechos que afectan a la niñez pertenecientes a estas poblaciones. La

comunidad coaccionante forma parte de las casi 500 comunidades registradas en la

Provincia de Salta que se ven afectadas por los actos y omisiones demandadas en la

presente acción de amparo, en consecuencia, se encuentra legitimada para peticionar

mediante la presente los derechos invocados.

De la misma manera, el Estatuto establece que una de las funciones del

representante será “representar formalmente a la Asociación ante el Estado”. De

acuerdo a lo que establece la copia de Acta de fecha 07/03/2021 del Legajo N° 95 de la

Dirección de Registro de Comunidades Indígenas, la comisión directiva de la

comunidad mencionada se encuentra presidida por Efrain Federico Neuenschwander

quien ejerce la representación de la comunidad en la presente.

VII. ADMISIBILIDAD DEL AMPARO COLECTIVO

El amparo que se interpone es de carácter colectivo, por cuanto cabe hacer

referencia a la normativa constitucional que regula este tipo de procedimientos. Como

se enunció anteriormente, el artículo 43 de la Constitución Nacional establece que

“…Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo



relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al

consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el

defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines”. Por su parte, la

Constitución de la Provincia de Salta en el artículo 91 habilita la protección y tutela de

los intereses difusos, además legítima procesalmente a la persona o grupos de personas

para la defensa jurisdiccional de los intereses difusos.

Al interpretar el artículo 43 de la CN respecto a las acciones que tienen por

objeto derechos colectivos, la Corte Suprema de Justicia de la Nación sostuvo que:

“...la Constitución Nacional admite en el segundo párrafo del art. 43 una tercera

categoría conformada por derechos de incidencia colectiva referentes a intereses

individuales homogéneos. Tal sería el caso de los derechos personales o patrimoniales

derivados de afectaciones al ambiente y a la competencia, de los derechos de los

usuarios y consumidores como de los derechos de sujetos discriminados.

En estos casos no hay un bien colectivo, ya que se afectan derechos individuales

enteramente divisibles. Sin embargo, hay un hecho, único o continuado, que provoca

la lesión a todos ellos y por lo tanto es identificable una causa fáctica homogénea.

Ese dato tiene relevancia jurídica porque en tales casos la demostración de los

presupuestos de la pretensión es común a todos esos intereses, excepto en lo que

concierne al daño que individualmente se sufre. Hay una homogeneidad fáctica y

normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con

efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte, salvo en lo que hace a la

prueba del daño” (“Halabi, Ernesto c/ PEN ley 25.873 y decreto 1563/04 s/ amparo”,

cons. 12).

Asimismo, la Corte estableció cuáles son los requisitos que deben comprobarse

en este tipo de acciones. Así, sostuvo:“...[q]ue la procedencia de este tipo de acciones

requiere la verificación de una causa fáctica común, una pretensión procesal enfocada

en el aspecto colectivo de los efectos de ese hecho y la constatación de que el ejercicio

individual no aparece plenamente justificado. Sin perjuicio de lo cual, también

procederá cuando, pese a tratarse de derechos individuales, exista un fuerte interés



estatal en su protección, sea por su trascendencia social o en virtud de las particulares

características de los sectores afectados. El primer elemento es la existencia de un

hecho único o complejo que causa una lesión a una pluralidad relevante de derechos

individuales.

El segundo elemento consiste en que la pretensión debe estar concentrada en los

efectos comunes y no en lo que cada individuo puede peticionar, como ocurre en los

casos en que hay hechos que dañan a dos o más personas y que pueden motivar

acciones de la primera categoría. De tal manera, la existencia de causa o controversia,

en estos supuestos, no se relaciona con el daño diferenciado que cada sujeto sufra en su

esfera, sino con los elementos homogéneos que tiene esa pluralidad de sujetos al estar

afectados por un mismo hecho.

Como tercer elemento es exigible que el interés individual considerado

aisladamente, no justifique la promoción de una demanda, con lo cual podría verse

afectado el acceso a la justicia” (cons. 14).

Es decir que de conformidad con lo resuelto por la CSJN en las causas “Halabi,

Ernesto c/ P.E.N”, así como en sucesivo precedentes, incluyendo “Padec c/Swiss

Medical S.A.” y “Proconsumer c/ Loma Negra”, entre otras, existen ciertos parámetros

que deben cumplirse en este tipo de acciones: (i) la identificación precisa de la clase por

quien pretenda invocar su representación; (ii) una causa fáctica común; (iii) una

pretensión procesal enfocada en el aspecto colectivo de los efectos del hecho; y (iv) que

el ejercicio individual no aparezca plenamente justificado o bien exista un fuerte interés

estatal en la protección de los derechos, aun cuando fueran individuales.

Como hemos analizado a lo largo de este escrito, en el presente caso existe

efectivamente una conducta omisiva -como lo es la falta de reglamentación y adecuada

implementación de la ley 7.856- que causa una afectación a las niñas y niños de las

comunidades originarias del norte de la Provincia de Salta. Asimismo, esa afectación

resulta discriminatoria, en tanto se produce por la falta de implementación de una red de

salud intercultural e interinstitucional para que las niñas y niños de las comunidades



puedan ver garantizado su derecho a la salud, a la vida y a la integridad física en

igualdad de condiciones. Adicionalmente, como suele suceder en los casos de

discriminación estructural, podria resultar extremadamente costoso para las personas

afectadas directas realizar una acción judicial en este sentido. Finalmente, como se

detalla más arriba, el caso tiene una preponderancia social fundamental, en tanto existe

una situación de desigualdad estructural histórica en el acceso a los derechos

fundamentales bajo estudio que debe ser objeto de políticas públicas adecuadas para la

garantía de derechos plenamente operativos.

Así, de lo expuesto en la sección relativa a los hechos y antecedentes del caso se

desprende que en autos se dan todos los supuestos previstos por el segundo párrafo del

artículo 43, enfocándose la pretensión en el impacto colectivo de dicha conducta

omisiva.

Sin perjuicio de ello, a continuación, se analizarán detalladamente los diferentes

puntos requeridos.

V.a. Identificación del colectivo afectado

El colectivo al que representamos está conformado por todas/os aquellas/os

niños, niñas y adolescentes de las comunidades originarias de los departamentos en

emergencia sociosanitaria del norte de la Provincia de Salta que ven vulnerado su

derecho a la salud intercultural y así a su integridad física, su derecho a la vida y a la

igualdad y no discriminación, según se detalla en los hechos de la presente demanda. Al

respecto, cabe destacar que se trata de un colectivo especialmente protegido de

conformidad con lo establecido en el artículo 75 inc. 23 de nuestra Constitución

Nacional, así como de tratados internacionales de derechos humanos que protegen

específicamente los derechos de las niñas y niños, como la Convención sobre los

Derechos del Niño, ratificada por Argentina en el año 1990, y con jerarquía

constitucional desde el año 1994.

V.b. La afectación de derechos e intereses colectivos



La falta de reglamentación y aplicación efectiva de la ley nro. 7.856, vulnera el

derecho a la salud de las niñas, niños y adolescentes pertenecientes a comunidades

indígenas desde el paradigma de la interculturalidad, así como a su acceso a la salud en

igualdad de condiciones, violando la propia norma mencionada, así como la normativa

internacional en materia de derechos humanos a la cual Argentina se ha obligado.

Como se ha pormenorizado en los apartados anteriores, el derecho a la salud, y a

la igualdad y no discriminación se encuentran resguardados en los tratados

internacionales que gozan de jerarquía constitucional en nuestro ordenamiento jurídico

(cf. artículo 75 inc. 22 de la Constitución Nacional). En particular, las niñas, niños y

adolescentes gozan como colectivo de una protección especial de conformidad con el

artículo 75. inc. 23 de la Constitución Nacional, así como de la normativa local e

internacional que regula pormenorizadamente los derechos de este grupo de personas,

como la Convención sobre los Derechos del Niño. En este sentido, hay una omisión

reglamentaria que viola el derecho de las niñas, niños y adolescentes a la salud, derecho

que es reconocido a un colectivo, en vista de que el constituyente observa la necesidad

de protección de un grupo desfavorecido, y por consiguiente, promueve una medida

positiva para revertir tal situación fáctica de vulnerabilidad. Adicionalmente, el bloque

de constitucionalidad otorga una protección constitucional específica a los pueblos

indígenas (cf. artículo 75 inc. 17), que a su vez se encuentra ampliamente regulada en

los diferentes instrumentos internacionales previamente mencionados, incluyendo el

Convenio 169 de la OIT, así como la DADPI, la DNUDPI.

Es así que, entonces, el derecho de la salud reviste un carácter subjetivo e

individual, pero a la vez de incidencia colectiva. Así, la pretensión se enfoca en el

impacto que la conducta omisiva del Gobierno de Salta tiene sobre los derechos de este

grupo de personas, en tanto niñas, niños y adolescentes pertenecientes a las poblaciones

indígenas del norte de la Provincia, buscando revertir dicha omisión con un efecto

colectivo que beneficie a todas aquellas que se encuentran en igual situación.

Por lo tanto, si la misma Constitución reconoce la necesidad de establecer una

medida positiva para lograr la inclusión de un colectivo, a fortiori reconoce que la



acción que derive de su violación será una acción colectiva. En conclusión, los derechos

involucrados en el caso son típicamente reconocidos en la CN como derechos de

incidencia colectiva y se refieren a una práctica omisiva que incide de manera grupal y

homogénea. Así, se desprende claramente que la presente acción tiene por objeto

proteger derechos de incidencia colectiva, que tiene por objeto intereses individuales

homogéneos, por lo cual es procedente en los términos del art. 43 de la Constitución

Nacional.

V.c. La causa fáctica común

En segundo lugar, es a todas luces evidente que la pretensión se enfoca en

una afectación de derechos fundamentales que proviene de una única causa común

(causa fáctica homogénea), esto es, el incumplimiento por parte del Poder Ejecutivo del

Gobierno de Salta de reglamentar y aplicar de forma efectiva la ley N° 7.856, de

conformidad con lo dispuesto en la propia normativa. Ello impide garantizar la efectiva

implementación del acceso pleno e igualitario al derecho a la salud de niños, niñas y

adolescentes pertenecientes a comunidades indígenas desde el paradigma de la

interculturalidad, así como del derecho de consulta y participación indígena a los fines

de obtener el consentimiento previo, libre e informado respecto a la pertinente

reglamentación y de las acciones y políticas públicas en materia sanitaria llevadas a

cabo por parte del Ejecutivo provincial.

V.d. El abordaje colectivo de la acción se encuentra justificado

Adicionalmente, dado que se trata de medidas afirmativas dispuestas

legalmente -por imperio constitucional y convencional- para la reglamentación e

implementación de una ley provincial que regula derechos fundamentales y que su

incumplimiento impacta de manera homogénea en todas aquellas niñas, niños y

adolescentes implicados que ven su derecho a la salud sistemáticamente vulnerado

por la falta de implementación de las medidas necesarias para garantizar la

interculturalidad y el acceso en igualdad de condiciones, el remedio que debe

implementarse debe ser necesariamente colectivo y estructural. El abordaje



individual de una situación como la denunciada en autos, no podría nunca dar una

respuesta satisfactoria y estructural a una problemática que requiere de soluciones

relevantes que tienen un impacto general. Al respecto, cabe recordar que la CSJN

reconoció que hay casos en los que existe una “homogeneidad fáctica y normativa (...)

lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de

la cosa juzgada que en él se dicte” (“Halabi, Ernesto c/ PEN ley 25.873 y decreto

1563/04 s/ amparo”, cons. 12).

A su vez, existe un fuerte interés estatal en la protección de los derechos

involucrados, por tratarse de un colectivo que se encuentra especialmente tutelado

por la normativa vigente, en especial por la Constitución Nacional (art. 75 inc. 17 y 23

1) y los instrumentos internacionales en materia de derechos humanos de los cuales el

Estado es parte.

Como es posible observar, no sólo se encuentran cumplidos los requisitos

exigidos por el art. 43, sino que también el asunto reviste de suma relevancia

institucional, en tanto se trata del acceso adecuado e igualitario a derechos

fundamentales, como al derecho a la salud, de las poblaciones indígenas de la Provincia

de Salta. En este sentido, la propia Corte sostuvo que: “la acción resultará de todos

modos procedente en aquellos supuestos en los que cobran preeminencia otros aspectos

referidos a materias tales como el ambiente, el consumo o la salud o afectan a grupos

que tradicionalmente han sido postergados, o en su caso, débilmente protegidos. En

esas circunstancias, la naturaleza de esos derechos excede el interés de cada parte, y al

mismo tiempo, pone en evidencia la presencia de un fuerte interés estatal para su

protección, entendido como el de la sociedad en su conjunto. En tal sentido, los

artículos 41, 42 y 43, párrafo segundo, de la Constitución Nacional brindan una pauta

en la línea expuesta” (fallos 332:111; considerando 14).

Es por ello que debe reconocerse el interés legítimo de la parte actora en que se

reglamente e implemente adecuadamente la normativa referida, garantizando asimismo

el derecho de consulta de las poblaciones indígenas, y de ese modo se garanticen los

derechos constitucionales actualmente vulnerados a dicho grupo de personas. Si bien es



cierto que existe una reiterada jurisprudencia que sostiene que el amparo no opera en

defensa de la mera legalidad, en el caso particular no se presenta tal situación. No es una

mera omisión reglamentaria, sino una omisión inconstitucional que afecta la efectiva

garantía de derechos fundamentales de una población específicamente protegida por

nuestro entramado constitucional.

Esta situación estructural, habilita el tratamiento colectivo de la cuestión y

justifica la legitimación de quienes pretendan actuar en defensa de los derechos

vulnerados.

VIII. PROCEDENCIA FORMAL DE LA VÍA

El artículo 87 de la Constitución de la Provincia de Salta dispone que “la acción

de amparo procede frente a cualquier decisión, acto u omisión arbitrarios o ilegales de

la autoridad, excepto la judicial, o de particulares, restrictivos o negatorios de las

garantías y derechos subjetivos explícitos o implícitos de esta Constitución, tanto en

el caso de una amenaza inminente cuanto en él de una lesión consumada, a los fines del

cese de la amenaza o del efecto consumado”.

Conforme lo establecido por el artículo 43 de la Constitución Nacional, y en los

artículos 87 y ss de la Constitución Provincial de Salta, la acción de amparo procederá

en tanto se cumplan determinados requisitos, que -tal como se demostrará a

continuación- se encuentran acreditados en el presente caso.

VI.a. Decisión, acto u omisión de autoridad pública

Tal como se explicó, existe una omisión persistente por parte del Poder

Ejecutivo provincial en su obglicación de reglamentación de la Ley provincial nro.

7.856, de conformidad con lo dispuesto por sus mismas cláusulas (artículo 8), así como

la consiguiente falta de adopción de medidas necesarias para garantizar los derechos

contenidos en dicha normativa, lo cual genera múltiples violaciones a los derechos de

niñas y niños de las comunidades originarias de Salta, contrariando la normativa local,



así como la constitucional y convencional en materia de derechos de la niñez, en

particular su derecho a la vida, a la integridad física, a la salud intercultural y a la

igualdad y no discriminación, violaciones todas que provienen de una autoridad pública.

VI.b. Arbitrariedad o ilegalidad manifiesta

De conformidad con la jurisprudencia de nuestra Corte Suprema de Justicia de la

Nación, “la acción de amparo es inadmisible cuando no media arbitrariedad o

ilegalidad manifiesta y la determinación de la eventual invalidez del acto requiere una

mayor amplitud de debate y prueba, requisitos cuya demostración es imprescindible

para la procedencia de aquélla” (cf. Servotron S. A. c/ Metrovías S. A. y otros”,

sentencia del 10/12/1996, LL 1997D, 669).

De este modo, “la acción de amparo únicamente procede para la tutela

inmediata de un derecho constitucional violado en forma manifiesta, siendo inadmisible

cuando el vicio que compromete garantías constitucionales no resulta con evidencia, y

la dilucidación del conflicto exige una mayor amplitud de debate y prueba” (cf. CSJN,

“Prodelco c/ Poder Ejecutivo Nacional”, sentencia del 7/5/1998, LL 1998C, 574. Ver

asimismo, Fallos 323:1825, “Entre Ríos, Provincia de y otro c/ Estado Nacional

(Secretaría de Energía s/ acción de amparo”, sentencia del 11/7/00, y Fallos 323:2097,

“Estado Nacional (Estado Mayor Gral. del Ejército - Dirección de Remonta y

Veterinaria) c/ Misiones, Provincia de s/ acción de amparo”, sentencia del 17/08/00). En

este sentido, se ha afirmado también que la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta implica

que “(...) para abrir la competencia de los órganos judiciales (...) la restricción de los

derechos constitucionales provocada por un acto u omisión (...) [debe ser] claramente

individualizada por el accionante, que se indique con precisión el o los derechos

lesionados, resulte verosímil su existencia y pueda evidenciarse con nitidez en el

curso de un breve debate” (Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo,

Sala II, 13-7-76, ED 69-293)

Esto significa que si bien la acción de amparo no es excluyente de cuestiones

que necesitan demostración, sí descarta aquellas cuya complejidad o difícil



comprobación requiere de un aporte mayor de elementos de juicio de los que pueden

producirse en el procedimiento previsto por la ley de amparo (cf. Fallos 323:1825 cit.).

Al respecto, cabe resaltar que la cuestión planteada en el sub lite no reviste una

complejidad fáctica, técnica o jurídica que requiera una mayor amplitud de debate y

prueba, por lo que resulta susceptible de ser resuelta por la vía expedita del amparo.

En ese sentido, por una parte se trata de una cuestión prácticamente de puro

derecho que no requiere de un aporte mayor de elementos de juicio de los que

pueden producirse en el procedimiento previsto por la ley de amparo. Nótese que

para la comprobación de la omisión del gobierno de Salta en su obligación de

reglamentación prevista por la Ley nro. 7.856, no se requiere la producción de prueba

alguna, adicional a la documental que aquí se acompaña, en la cual se cristaliza per se el

incumplimiento denunciado, surgiendo la ilegalidad y arbitrariedad del mero cotejo de

la norma mencionada con la falta de reglamentación normativa. Asimismo, la falta de

adopción de medidas adecuadas por parte del gobierno local para garantizar el derecho a

la salud intercultural y los efectos concretos de dicha omisión, como la vulneración del

derecho a la salud, a la vida, a la integridad físcia y la igualdad y no discriminación de

las niñas y niños pertenecientes a las comunidades orginarias del norte de la Provincia,

surge de forma manifesta de las constancia acompañadas en la presente demanda, y no

requieren para su comprobación de otros medios probatorios que los ofrecidos por esta

parte.

En este sentido, y al efecto de individualizar la ilegalidad en la conducta omisiva

del gobierno provincial, esta resulta claramente incompatible con las siguientes normas:

(i) ley provincial nro. 7.856; (ii) artículos 13, 15, 16, 33, 41, 42 de la Constitución de

Salta (iii) artículos 16, 75 inc. 17, 22 y 23 de la Constitución Nacional; (iv) artículos 1,

2, y 26 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; (v) artículos 2, 3, 10 y

16 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en

materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Protocolo de “San Salvador”);

(vi) artículos 2 y 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y

Culturales; artículos 2, 6, 24 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y



Políticos; (vii) artículos 2, 3, 4, 6, 24, 30 de la Convención sobre los Derechos del Niño;

(viii) Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos

Indígenas y Tribales en Países Independientes.

Asimismo, y sin perjuicio de que la ilegalidad e inconstitucionalidad de la

conducta omisiva de la demandada surge de forma manifiesta, es necesario recordar el

estándar probatorio respecto de los actos de discriminación establecido por la Corte

Suprema de Juscticia de la Nación en diversos precedentes. Al respecto, la Corte

sostuvo que para la parte que invoca un acto discriminatorio es suficiente con “la

acreditación de hechos que, prima facie evaluados, resulten idóneos para inducir su

existencia, caso en el cual corresponderá al demandado, a quien se reprocha la

comisión del trato impugnado, la prueba de que éste tuvo como causa un motivo

objetivo y razonable ajeno a toda discriminación” (cf. “Pellicori Liliana Silvia c/

Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/amparo” (fallos 334:1387),

considerando 11; ver asimismo: CSJN, “Recurso de hecho deducido por la demandada

en la causa Álvarez, Maximiliano y otros c/ Cencosud S.A. s/ acción de amparo”, 07 de

diciembre de 2010, entre otros). Es decir que, acreditada la existencia de hechos de los

que se presuma su carácter discriminatorio, corresponderá en todo caso a la demandada

la prueba de su inexistencia.

VI.c. Lesión actual o inminente

Por medio del incumplimiento de su indelegable obligación de reglamentación

de la ley local nro. 7.856, así como de la consiguiente falta de adopción de medidas

adecuadas para garantizar la salud intercultural de las niñas y niños de las poblaciones

originarias del norte de Salta, el gobierno provincial vulnera de manera continua y

sistemática los derechos de las niñas y niños de dichas comunidades a la salud, a la

vida, a la integridad personal y a la igualdad y no discriminación. Dicha afectación

consiste en una lesión cierta, actual y continuada a derechos humanos fundamentales.

Esta lesión es, sin lugar a dudas, actual, por cuanto los efectos de la omisión estatal ha

tenido, y tiene hoy en día, según se reflejó en los diversos casos presentados en autos,

un impacto irreversible sobre la vida de niñas y niños de dicho colectivo, víctimas de la



falta de implementación de una red adecuada de apoyo sanitario, intercultural e

interinstitucional, situación que es susceptible de repetición de forma inminente en

diversos casos y que por ello requiere de la intervención urgente y expedita de la

justicia.

VI.d. Medio judicial más idóneo

De conformidad con lo dispuesto constitucionalmente, toda persona puede

interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio

judicial más idóneo (cf. art. 43 CN). Esto significa que, para admitir la procedencia de

la acción de amparo, no es dable exigir el previo agotamiento de cualquier otra vía,

como la administrativa, porque la acción procede siempre que no exista otro remedio

judicial más idóneo.

Asimismo, como se ha puntualizado en los hechos del caso, esta parte ha

enviado nota administrativa al Poder Ejecutivo de la Provincia instando a la

reglamentación omitida, sin recibir respuesta alguna, y sin haberse adoptado medidas

adecuadas para el cumplimiento de la manda expresa del artículo 8 de la ley 7.856. En

ese orden de ideas, tiene dicha la jurisprudencia que “remitir el caso a la conclusión del

procedimiento administrativo importaría una solución meramente ritual reñida con un

adecuado servicio de justicia” (cf. "Farfan, Yone Mabel y Foro de Mujeres por la

Igualdad de Oportunidades vs. Dirección General del Servicio Penitenciario y

Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia de la Provincia de Salta s/

Amparo Colectivo”, Expte. Nº 24003/19, sentencia del 14 de octubre de 2020, p. 15).

En el presente caso, la acción aquí intentada es la única idónea por ser la única

eficaz, teniendo en cuenta la finalidad perseguida, es decir, la obtención de una pronta

tutela judicial efectiva de los concretos derechos vulnerados que se alegan.

De este modo, la acción de amparo juega como una alternativa principal y no

subsidiaria, debiendo utilizarse otras vías sólo cuando sean más idóneas, eficaces, útiles

o efectivas. En este sentido, la mayor o menor idoneidad de una vía judicial para ser

preferida a otra ha de estar dada por su mayor o menor brevedad, sencillez y eficacia



para la tutela de los derechos constitucionales. Así, se ha afirmado que: “si bien la

acción de amparo no está destinada a reemplazar medios ordinarios instituidos para la

solución de las controversias (...) su exclusión por la existencia de otros recursos no

puede fundarse en una apreciación meramente ritual, toda vez que la institución tiene

por objeto una efectiva protección de derechos, más que una ordenación o resguardo de

competencias” (CSJN, “María, Flavia Judith c/Instituto de Obra Social de la Provincia

de Entre Ríos y Estado provincial”, Fallos: 330:4647, 2007).

Ésta es la línea jurisprudencial seguida por nuestro máximo Tribunal cuando

afirma que: “siempre que aparezca de manera clara y manifiesta la ilegitimidad de una

restricción cualquiera a alguno de los derechos esenciales de las personas, así como el

daño grave e irreparable que se causaría remitiendo el examen de la cuestión a los

procedimientos ordinarios administrativos o judiciales, corresponde que los [y las]

jueces[/zas] restablezcan de inmediato el derecho restringido por la rápida vía del

amparo a fin de que el curso de los procedimientos ordinarios no torne abstracta o

tardía, la efectividad de las garantías constitucionales” (cf. Fallos 147:738; 241:291;

280:228; 306:400; 323:2519, “Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional -

P.E.N. -M° de Eco. Obras y Serv. Públ.- y otros s/ amparo ley 16.986”, sentencia del

14/09/00; entre otros).

Esto significa que “la alegada existencia de otras vías procesales (...) no es

postulable en abstracto sino que depende —en cada caso— de la situación concreta de

cada demandante” (cf. CSJN, causa B. 453 XXXV, “Berkley” , Fallos 323:3770, 2000).

Como se ha demostrado en los apartados precedente, el presente caso evidencia una

manifiesta e inequívoca violación de derechos fundamentales constitucional e

internacionalmente protegidos de niñas y niños pertenecientes a las comunidades

originarias del norte de la Provincia de Salta, que requiere de la urgente intervención

judicial para ser revertida. De este modo, el amparo es la vía judicial idónea, en tanto se

encuentran reunidos los requisitos necesarios para su utilización (art. 8 y 25 de la

CADH, 43 de la CN). Se trata de una vulneración de derechos de carácter manifiesto e

inconstitucional.



Cabe reiterar que en el presente caso, la prueba no reviste mayor complejidad

y cuadra entre aquellas que la ley de amparo considera aptas para recurrir a dicha

vía. La afectación resulta tan evidente que excluye la necesidad de un largo y profundo

estudio de los hechos o de un amplio debate o prueba (cf. Fallos 306:1253; y 307:747),

bastando para resolver este caso con las posibilidades que esta acción brinda.

Por su parte, los plazos legales y procedimientos propios de los procesos de

conocimiento producirían una demora innecesaria -habida cuenta la gravedad de la

lesión- que impediría la tutela efectiva de los derechos fundamentales protegidos. El

caso requiere un proceso sencillo que -siempre respetando el derecho de defensa de la

demandada- ofrezca una solución urgente y ampare los derechos constitucionales

involucrados. Por tal motivo, los remedios procesales comunes no resultan idóneos

para brindar una respuesta jurisdiccional útil, de modo que el daño resultará sólo

efectivamente reparable por la vía de la acción de amparo.

Por otro lado, de conformidad con lo establecido por el artículo 87 de la

Constitución Provincial de Salta, “la no prestación injustificada por parte del Estado

de los servicios educativos, de salud y de otros esenciales da lugar a esta acción”. Es

decir, es la propia Constitución local la que dispone la idoneidad de la presente vía para

conocer sobre los casos en los que se invocan omisiones estatales en la garantía del

derecho a la salud, y en particular como sucede en el presente caso, frente a la no

reglamentación y consiguiente no prestación de los servicios adecuados para garantizar

la salud intercultural e interinstitucional en la Provincia.

Por último, en cuanto al carácter colectivo de la vía, y según se ha sostenido en

reiterados precedentes, “la falta de regulación de los procesos colectivos en la provincia

de Salta hace que los litigantes opten por la vía de amparo, por ser esta una vía

procesal que admite su adecuación a las necesidades del proceso conforme a una

recta interpretación de la Constitución (artículo 87 de la Constitución de la Provincia

de Salta), sin que la mora legislativa para regular el especial cause que requieren los

procesos colectivos pueda implicar, o convertirse, en una negación del acceso a la

justicia de los derechos constitucionales reconocidos en los artículos 41, 42 y 43 de la



Constitución Nacional, los que resultan plenamente operativos” (cf. "Farfan, Yone

Mabel y Foro de Mujeres por la Igualdad de Oportunidades vs. Dirección General del

Servicio Penitenciario y Ministerio de Gobierno, Derechos Humanos y Justicia de la

Provincia de Salta s/ Amparo Colectivo”, Expte. Nº 24003/19, sentencia del 14 de

octubre de 2020, p. 13; ver asimismo, “Usuarios y Consumidores Unidos (U.C.U.)

Delegación Salta vs. Autoridad Metropolitana de Transporte y SAETA S.A. s/ Amparo

Colectivo”, Expte. Nº 23893/19).

En esta línea de interpretación debe regir el principio “in dubio pro actione”,

reconocido expresamente por la CSJN. Entre otras explicaciones, el Alto Tribunal ha

manifestado que “en materia contencioso administrativo es esencial el principio in

dubio pro actione, el cual debe ser especialmente tenido en cuenta a fin de posibilitar al

demandante la tutela efectiva de sus derechos en consonancia con la garantía prevista

por el artículo 18 de la Constitución” (Elias, Ricardo Narciso c/ prov. de Salta s/

apelación, 8/5/1995).

VI.e. Legal tiempo y forma del accionar

Si bien la doctrina así como gran parte de la jurisprudencia ha sido clara en

atacar la constitucionalidad de los plazos procesales de caducidad dispuestos para la

interposición de la acción de amparo, sosteniendo que afecta la operatividad de la

acción y la desnaturalizan , resulta claro que el presente caso evidencia una ilegalidad28

y una vulneración de derechos continuada que tienen como causa fáctica común la

persistente omisión por parte del gobierno de la Provincia de Salta de reglamentar la ley

nro. 7.856 y adoptar las consiguientes medidas adecuadas para garantizar la salud

intercultural de las poblaciones originarias de la Provincia. Al respecto, ha sostenido la

Corte Suprema de Justicia de la Nación que “en la medida en que con la acción incoada

se enjuicia una arbitrariedad o ilegalidad continuada, sin solución de continuidad,

28 Ver al respecto: Gil Domínguez, Andrés, "Inconstitucionalidad del plazo de caducidad del amparo en la
Ciudad Autónoma de Buenos Aires", LL 2007-C-1214; Fiorini, Bartolomé A., "Acción de amparo.
Graves limitaciones e incongruencias que la desnaturalizan", LL, t. 124, p. 1361, "Derecho
Constitucional. Doctrinas esenciales", t. II, p. 963; Gozaíni, Osvaldo A., "El derecho de amparo creado
por la Constitución Nacional" cit., p. 25; Pizzolo, Calogero, "La declaración de inconstitucionalidad del
plazo para la interposición del amparo", LL 2008-B-664; entre otros.



originada, (...) tiempo antes de recurrir a la justicia, pero mantenida al momento de

accionar y también en el tiempo siguiente” debe proceder la acción, ya que “no es un

hecho único, ya pasado, ni un hecho consentido tácitamente, ni de aquellos que en

virtud de su índole deben plantearse en acciones ordinarias (...) en la especie la lesión

es a la vez, inescindiblemente, actual y pasada” (cf. CSJN, caso “Mosqueda”, Fallos:

329:4918).

Por ello, y considerando que tanto la omisión estatal como sus efectos en la

vulneración de derechos fundamentales de niñas y niños mantienen su actualidad de

manera continuada, la presente acción de amparo colectivo resulta absolutamente

temporánea.

VI.f. Competencia jurisdiccional

La presente acción de amparo se interpone ante el presente Tribunal de

Impugnación Sala III, en estricto cumplimiento de los dispuesto en el artículo 87 de la

Constitución Provincial, según el cual “Todo[/a] Juez[/a] Letrado[/a] es competente

para entender en la acción, aún en el caso que integrare un tribunal colegiado. La

acción de amparo nace de esta Constitución y su procedencia no queda sujeta a las

leyes que regulen las competencias de los jueces” (párr. 2).

De este modo, al ser este Juez el magistrado titular de un Tribunal integrante del

Poder Judicial de la Provincia de Salta, resulta a todas luces competente para entender

en la acción incoada.

IX. MEDIDA CAUTELAR

Se solicita en carácter de medida cautelar la urgente designación de facilitadores

interculturales bilingües y albergues de tránsito provisorios en todos los hospitales de



los departamentos declarados en emergencia sociosanitaria, tal como lo establecen los

arts. 2 y 3 de la ley N° 7856.

VII.a. Peligro en la demora

Tal como advierte el informe gacetilla de Naciones Unidas “considerando que el

cuadro de situación es crítica con la sequía, y se agravaría en el período estival, se

considera esencial redoblar los esfuerzos e implementar acciones para evitar nuevos

desenlaces fatales.” En ese sentido es necesario dirigir acciones estratégicas orientadas

a corregir los problemas estructurales de fondo que impiden un acceso pleno a la salud a

las comunidades originarias en los territorios mencionados a los fines de reducir la

problemática de fallecimiento de niños y niñas indígenas. La urgente designación de

facilitadores interculturales bilingües en todos los hospitales que forman parte de los

departamentos declarados en emergencia sociosanitario ayudaría a corregir los

obstaculos culturales y las situaciones de discriminación que hoy persisten y repercuten

en la salud de niños y niñas de las comunidades originarias. El peligro en la demora en

la aplicación efectiva de la ley 7856, en particular, en lo que hace al establecimiento de

facilitadores en los hospitales radica tanto en los desenlaces fatales de niños y niñas

indígenas como en las situaciones de discriminación y malos tratos originados

justamente, entre otros aspectos, por las barreras culturales que surgen a partir de la

ausencia de los mismos.

Si bien el acto de la reglamentación establecido en el art. 8 de la norma

mencionada ayudaría a clarificar los roles, objetivos y mecanismos de designación de

los facilitadores, sería importante que hasta que tal acto ocurra se procediera a la

designación provisoria de los mismos para ayudar a evitar en el corto plazo situaciones

de desprotección en el ámbito sanitario como las descritas en la presente demanda.

En el mismo sentido, si durante el transcurso del tiempo que dure la presente

causa, los integrantes de la clase que se busca proteger a partir de esta demanda

carecieran de albergues o espacios transitorios de alojamiento para las situaciones en las



que razones de salud obliguen al traslado de estas personas, se estaría corriendo el

riesgo de que con ello vean frustrado su efectivo acceso a los servicios sanitarios, y con

ello incrementando el riesgo sobre sus vidas y su salud.

VII.b. Verosimilitud del derecho invocado

La posibilidad de contar con facilitadores interculturales en los centros de salud

encuentra sustento en el artículo 2 de la ley provincial 7856. Al día de la fecha, solo

existen facilitadores en dos (2) de las quince (15) áreas operativas de los tres

departamentos declarados en emergencia, lo que demuestra un incumplimiento a lo

establecido en la normativa tanto en la cantidad necesaria para abarcar todos los centros

de salud como también en los pueblos efectivamente representados en el ejercicio de

este rol. Esto último responde a que los facilitadores designados no representan la

cantidad de pueblos originarios que residen en estos territorios. Por ejemplo, en el caso

de Santa Victoria Este, tal como menciona la Dra. Tujuayliya Gea solo hay dos

facilitadores uno proveniente del pueblo wichí y otro del pueblo chorote, quedando los

demás pueblos sin representación en esa función.

El derecho en cuestión surge en forma explícita del texto de la Ley 7856, y su

incumplimento es indubitable. En función de ello, el requisito sobre la verosimilitud del

derecho en cuestión resulta a todas luces evidente.

VII.c. No frustración de un interés público

Por otro lado, la presente medida cautelar que se solicita no puede bajo ningún

aspecto perjudicar o frustrar un interés público alguno, pues el establecimiento de

facilitadores interculturales o el establecimiento de alojamientos transitorios no

impediría la correcta y normal prestación del servicio de salud pública provincial. Por el

contrario, tal como se expuso ut supra, la medida cautelar solicitada tiende a garantizar

el derecho a la salud de niños/as y adolescentes de comunidades originarias de forma

adecuada desde el punto de vista cultural. Estas designaciones realizadas tanto Salta

Capital, como en Tartagal y Santa Victoria Este mejoraron las condiciones de acceso a



la salud pública para las comunidades indígenas. En ese sentido, ampliar la cobertura a

todos los Hospitales de los departamentos en emergencia es una medida urgente y

necesaria para prevenir situaciones de malos tratos u obstáculos culturales que pudieran

repercutir en la salud de la población mencionada. Por lo que sostenemos que lo

solicitado no sólo no interrumpiría la continuidad ni la regularidad de la prestación de

salud, sino que la mejoraría considerablemente respecto a las comunidades indígenas de

estos territorios.

VII.d. Contracautela

La presente acción se entabla en representación de niños, niñas y adolescentes

de comunidades indígenas de los departamentos de Orán, San Martín y Rivadavia de la

Provincia de Salta. Tal como fue expuesto, la población mencionada se encuentra en

una grave situación de vulnerabilidad comprobada en la declaración de la emergencia

provincial como así también en los informes que acompañan y fueron citados en la

presente demanda. La vulnerabilidad estructural que padecen las comunidades indígenas

en estos territorios se profundiza respecto al colectivo de la niñez perteneciente a las

mismas. Así también a través de esta acción esgrimida se pretende proteger el derecho a

la salud y a la vida de la poblaciones mencionadas, en razón a esto es que solicitamos la

eximición de la contracautela en lo que respecta al otorgamiento de la medida cautelar

solicitada.

Subsidiariamente, para el caso que el tribunal no comparta el criterio aquí

expuesto, solicitamos se dicte la medida cautelar solicitada bajo caución juratoria, la que

-a efectos de evitar demoras innecesarias- se deja prestada en el presente acto.

X. PLANTEA CASO FEDERAL

En relación a lo expuesto, la resolución de la presente demanda compromete el

acceso libre e igualitario al derecho a la salud de niños, niñas y adolescentes de



comunidades indígenas de los departamentos declarados en emergencia sociosanitaria.

La eventual denegación de lo solicitado en la presente frustrará la realización de este

derecho lo cual podría repercutir negativamente en la protección especial de la niñez en

lo que respecta al derecho a la vida y a un desarrollo integral de los niños y niñas

indígenas de los territorios mencionados. Es por eso que realizamos expreso planteo del

caso federal, dejando abierta la posibilidad de recurrir a la Corte Suprema por vía del

recurso extraordinario federal previsto por el artículo 14 de la ley 48. La reserva se hace

con fundamento en la vulneración eventual de los artículos 16, 17 y 18 de la

Constitución Nacional, como así también a la protección establecida en la Convención

sobre los Derechos del Niño y en el Pacto Internacional de Derechos Económicos,

Sociales y Culturales.

XI. PRUEBA

Se adjuntan a la presentes los siguientes elementos de prueba

Testimonial:

● Dra. Tujuayliya Gea Zamora, médica que formó parte del equipo de

fortalecimiento a la atención primaria de la salud en el Hospital de Santa

Victoria. Celular: 1123394386

● Osvaldo Villagra, facilitador intercultural wichi de Salta Capital. Celular:

3874569508

● Hector Fabián, ex presidente del IPPIS (Instituto Provincial de Asuntos

Indígenas de Salta). Celular: 3875119202

Documental:

● Informe de la Organización de las Naciones Unidas, “Avances del Plan de

Respuesta Humanitario Internacional en respuesta a la emergencia

socio-sanitaria”, 27 de agosto de 2021.

● Informe Cruz Roja Argentina, “Estudio de campo - Salta”, Marzo de 2021.



● Informe Organización Panamericana de la Salud (OMS), “Sistematización de la

experiencia en Atención Primaria de la Salud Salta – Argentina”, 2020.

● Pedido de reglamentación a la ley 7856 presentado por ACIJ al Ministerio de

Salud Pública de la Provincia (MSPP) - 7 de abril 2021 - expte 76505/2021.

● Pedido de acceso a la información pública presentado por ACIJ al MSPP,

fallecimientos marzo/abril - 28 de abril 2021 - expte. 321/95293/2021.

● Pedido de acceso a la información pública presentado por ACIJ al MSPP,

presupuesto “programa de relaciones interculturales” y presupuesto ley

provincial n° 7856 - 28 de abril 2021 - expte. 321/95285/2021.

● Pronto despacho presentado por ACIJ al MSPP en relación al expte.

321/95293/2021 - 9 de junio 2021 - expte. 321/13197/2021

● Nota (N° 434/21) respuesta al expte. 321/95293/2021 del MSPP - 06 de agosto

2021.

● Testimonio desgrabado de la Dra. Tujuayliya Gea Zamora.

● Copia acción de amparo presentada por la DNDNNA ante el Juzgado de Minas

Distrito Centro el 10 de Noviembre del 2021 (754879/21).

● Copia estatuto Asociación Civil por la Igualdad y la Justicia (ACIJ).

● Copia resolución de I.G.J. N°231 - personería jurídica ACIJ.

● Copia poder judicial general a favor de Sebastián Ezequiel Pilo.

● Copia estatuto y resolución personería jurídica comunidad Comisión Directiva

Wichí Misión La Loma.

● Copia de certificado de integrantes de la comisión directiva de la comunidad

Comisión Directiva Wichí Misión La Loma.

XII. PETITORIO

Por todo lo expuesto, solicitamos que:

1) Se nos tenga por presentados en tiempo y forma en el carácter invocado.

2) Se tenga por constituido el domicilio legal denunciado.



3) Se tenga por presentada la prueba acompañada y se produzcan las pruebas

testimoniales ofrecidas en la presente.

4) Se otorgue la medida cautelar solicitada de forma pronta y oportuna.

5) Se tenga por planteada la cuestión federal esgrimida.

6) Oportunamente, se haga lugar a la presente acción de amparo y, en

consecuencia, se ordene al Poder Ejecutivo de la Provincia de Salta a: adoptar

las medidas necesarias para la aplicación efectiva de la ley provincial N° 7856, a

reglamentar la misma de acuerdo a los estándares mencionados y, a implementar

los mecanismos adecuados para garantizar el derecho de consulta y participación

indígena a los fines de obtener el consentimiento previo, libre e informado

respecto de la reglamentación mencionada y respecto a la planificación de la

política sanitaria en sus territorios de acuerdo a la normativa expuesta, todo ello

según lo requerido en el Objeto de la presente y a los fines de garantizar los

derechos vulnerados de los niños, niñas y adolescentes de las comunidades

indígenas de los departamentos de Orán, San Martín y Rivadavia de la Provincia

de Salta.

Proveer de conformidad, que

SERÁ JUSTICIA.-

Sebastián Ezequiel Pilo
DNI 29.544.405

Apoderado - Asociación
Civil por la Igualdad y la

Justicia




